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Ministros de los tribunales (DHC)* 


Jaime Ricardo Gouveia** 


1. Introducción 


Con el propósito de convertir a los pueblos a la doctrina de Cristo, los apóstoles recibieron 
autoridad para establecer y conservar en las asociaciones cristianas el orden necesario para 
su Objeto. En uso de esta autoridad crearon cargos bien definidos, eligieron ancianos (presbí- 
teros) para ellos, fijaron reglas de disciplina eclesiástica y ejercieron justicia sobre los pertin- 
aces. Sus sucesores quedaron investidos de la misma autoridad y, cuando se fundó la Iglesia 
católica romana, se dieron estos atributos a los obispos.! El gobierno de las circunscripciones 
eclesiásticas diocesanas era ejercido por los prelados y por los diversos vicarios que, con su 
coordinación o delegación de competencias, conformaron estructuras que actuaban de for- 
ma coordenada y complementaría. Así se formó el sistema judicial eclesiástico, organizado en 
una red jerárquica de tribunales y juzgados. 

El deseo de estrechar vínculos recíprocos entre la cabeza y los miembros de la Iglesia y de 
facilitar su administración y gobierno, hizo surgir diferentes niveles dentro de la jerarquía 
eclesiástica, no solo en las diócesis sino también en las estructuras macro e infra diocesanas y 
en los prioratos exentos de la jurisdicción episcopal (nullius dioecesis). La acción de la justicia 
eclesiástica era ejercida por un cuerpo de ministros y oficiales con funciones específicas,? 





* Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S.XVIXVIID) que prepara el Max Planck Institute for legal history and legal theory, cuyos adelantos se 
pueden ver en la página Web: https://dch.hypotheses.org. Su redacción se llevó a cabo también en el 
marco del proyecto: Religión, Administración y Justicia Eclesiástica en el Imperio Portugués (1514-1750) 
/ ReligionAJE (PTDC/HAR-HIS/28719/2017) (cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regio- 
nal, a través de COMPETE, Programa Operativo Competitividad e Internacionalización (POCI), y por 
fondos nacionales de Portugal a través de FCT - Fundación para la Ciencia y la Tecnología y H2020). 

** Universidad de Coímbra, Centro de Historia de la Sociedad y la Cultura (CHSC). 

1 WALTER (1844), Libro I, Cap. 1, 4 17, Págs. 23-24; Cap. 3, Y 148-149, Págs. 242-245. 

2 Utilizo las palabras “ministros” y “oficiales” en la acepción del Diccionario de la lengua castellana com- 
puesto por la Real Academia Española: “Ministro, s. m. El que sirve y ministra á outro alguna cosa. Mi- 
nister. Ministro. El juez que se emplea en la administración de la justicia, decidiendo y sentenciando los 
pleitos, ó causas, ó en el gobierno, para la resolución de otros negocios políticos y económicos, ya sea por 
sí solo, o incluido en algun tribunal, donde vota con los demas. Justitiae minister”; “Ministros, p. Los al- 
guaciles, corchetes y demás oficiales inferiores, que executa los mandados y autos del juez”; “Oficial, s. m. 
El que se ocupa ó trabaja en algun oficio. Offcialis. [...] Oficial eclesiástico. El que conoce de las causas 
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a los que se dedica este artículo. Sacerdotes en unos casos, legos en otros, estos individuos 
colaboraban con la justicia de modo efectiva y ad hoc, de forma exclusiva o acumulando 
cargos en otras instituciones, recibiendo salarios fijos o variables. Encuadrados en el derecho 
canónico, su perfil y competencias de actuación fueron sujetos a adaptaciones de acuerdo con 
las circunstancias históricas, las realidades espaciales y culturales de las poblaciones. Antes y 
después de Trento fueron publicados diversos textos normativos, con los cuales se intentó 
actualizar y adecuar la legislación, los tribunales y los procedimientos de sus ministros a la 
realidad de los distintos territorios.3 La producción de nuevos corpus jurídicos a través de 
experiencias conciliares previas y, asimismo, la consideración de los aportes de las distintas 
partes en el proceso de reorganización de la Iglesia en el nuevo mundo, permitió ajustes nor- 
mativos a las circunstancias de tiempo y lugar. 

A la vista de este contexto, me propongo analizar los impactos que esos ajustes acarrearon 
en las estructuras eclesiásticas de justicia, principalmente tratando de indagar cómo se orga- 
nizaban los tribunales tanto en la doctrina como en las prácticas locales. Se investigará si se 
disponía de una forma organizativa para las diversas instancias y cómo las propias tradiciones 
judiciales diocesanas generaron especificidades locales. Nos preguntamos también cómo el 
propio cuerpo de ministros, oficiales y agentes de la justicia se iban ajustando a cada lugar 
o situación, y cómo los corpus legales y doctrinales podían establecer patrones generales en 
cuanto a sus perfiles, prerrogativas, atribuciones, estipendios y penas. 

Las principales particularidades americanas desarrolladas en este estudio están relacio- 
nadas con la adecuación de las estructuras judiciales eclesiásticas, ordinarias o de potestad 
vicaria O delegada, a la realidad concreta del territorio: variabilidad del número y tipo de 
ministros y oficiales de los órganos de justicia eclesiástica entre las distintas circunscripciones 
eclesiásticas; delegación más amplia de sus competencias y tolerancia hacia el ejercicio de las 
que no estaban atribuidas en los textos normativos; acumulación de oficios ante la escasez de 
personas elegibles; ejercicio de funciones con carácter no exclusivo; salarios variables entre 
las diversas audiencias y tasación de los derechos fijados en sus aranceles adaptable a la rea- 
lidad económica local; vulnerabilidad (y muchas veces escasez) de estructuras carcelarias y 
existencia de estructuras y oficiales adecuados para atender las causas de los indios. 

Para presentar estas particularidades el presente artículo se estructura así: ministros de 
un sistema judicial compuesto y arbitrista (2); juez asesor (3); promotor fiscal o de justicia/ 
procurador fiscal (4); solicitador o agente fiscal (5); repartidor (6); alguacil mayor, alguacil, 
merino (7); pesquisidores (8); notarios apostólicos y eclesiásticos, actuarios, escribanos, rela- 
tores (9); secretarios (10); tesorero, depositario, tasador (11); alcaide de la cárcel y carcelero 
(12); portero (13); alcalde pedáneo y de aldea, indios alcaldes (14). El artículo se concluye con 
un balance historiográfico (15). 





contenciosas en las audiencias eclesiásticas. Vicarius episcopi” “Oficio, m. [...] El ejercicio ó empleo de 
cada uno. Munus, officium” Véase Diccionario de la lengua castellana... (1783), Págs. 638,673; Dicciona- 
rio de la Lengua Castellana... (1726), Vol. IV, Pág. 572; Vol. V, Págs. 21 y 22. 

3 SCHWALLER (1986), Págs. 253-274. 
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2. Ministros de un sistema judicial compuesto y arbitrista 


Los ministros de los tribunales eran piezas fundamentales de un sistema judicial eclesiástico 
compuesto y arbitrista. Compuesto, porque: a) tenía solo una cabeza pero estaba estructura- 
do en una red jerárquica de tribunales y juzgados que, a su vez, estaban organizados en una 
jerarquía de poderes; b) estaba basado en los dos derechos, porque como demostró Hevia de 
Bolaños, en el fuero eclesiástico se guardaba el derecho canónico y, a falta de él, el derecho 
real, así como en el fuero secular a falta del derecho real se guardaba el derecho canónico; 
c) se basaba en la existencia y acción de un conjunto muy variado de ministros y oficiales que, 
a pesar de evidenciar trayectorias personales y profesionales muy heterogéneas, y no ejercer 
su oficio exclusivamente en el fuero eclesiástico, quedaban bajo el gobierno del mismo juez. 
Era arbitrista porque atribuía a los jueces eclesiásticos no solo el arbitrio para dispensar de 
determinadas leyes, apreciar las circunstancias y moderar sus decisiones, sino también 1pso 
ture la facultad para organizar los tribunales. Si bien la existencia de estas instituciones judi- 
ciales dependía del nombramiento de ciertos oficiales, era mayor el número de aquellos cuyo 
nombramiento era accesorio, quedando a la discreción del juez presidente.* 

Las obras de derecho canónico, entre las que destacaban las normas del Corpus luris Ca- 
nonici y del concilio de Trento, fijaban un esqueleto común pero no un organismo comple- 
to. Todas las audiencias episcopales, ordinarias o de potestad vicaria o delegada, de la curia 
episcopal, tendrían que incluir un juez, un promotor fiscal y notarios, pero los arzobispos 
y obispos gozaban de cierta libertad para adecuar su órgano de justicia a la realidad con- 
creta del territorio, designando otros oficiales para desempeñar determinadas tareas, lo que 
implicó la creación de costumbres y tradiciones locales. El nombramiento y destitución de 
los oficiales de los juzgados eclesiásticos era competencia del obispo. Los jueces vicarios no 
debían, aunque de hecho lo hicieron, nombrar y remover a su voluntad y sin causa legítima 
a los oficiales.5 

Con un patrón o estructura básica y esencial común, visible en los diversos textos conci- 
liares y sinodales, estos tribunales podían organizarse de distintas formas que quedaban al 
arbitrio del arzobispo y obispo, según las circunstancias particulares de cada circunscripción 
eclesiástica.£ En consecuencia, las audiencias episcopales adquirieron características distintas 
de acuerdo con la complejidad o debilidad de sus estructuras. Las metropolitanas eran las 
más complejas. Como instancias de apelación que ejercían jurisdicción en un territorio más 
amplio, su máquina burocrática era más fuerte, exigiendo un número mayor de oficiales. Así 
pues, además del cuerpo de oficiales común a todas las audiencias episcopales, englobaban 
otros que no es posible encontrar en la documentación de la generalidad de estas estructuras 
judiciales, como el secretario, asesores, fiscal general, varios notarios mayores (de lo civil, del 
crimen, del gobierno y obras pías), siendo uno de ellos contador, oidores, relator, y otros. 





4 Hevia BoLañÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 8, No. 14, Pág. 45. 
3 MORICONI (2019), Pág. 183. 
6 TERRÁNEO (2015), Págs. 357-374. 
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Según Viqueira, la extensión del territorio bajo la jurisdicción del tribunal arzobispal de 
México dictó una especificidad: la existencia de dos provisores.”? 

Nombrados de manera permanente o puntual, ejerciendo el oficio como titulares o sus- 
titutos, su número variaba según los tribunales, como era el caso, principalmente, de los 
procuradores y de los escribanos o notarios. En algunas cortes de justicia el personal era muy 
extenso; en otras, muy reducido. Bastará tomar como ejemplo la audiencia episcopal del anti- 
guo Tucumán, que tenía su asiento en una lejana y pobre provincia de frontera. Su máquina 
judicial era muy sencilla y no correspondía a la realidad descrita en las disposiciones conci- 
liares o sinodales de los tribunales metropolitanos de Lima o Charcas.$ Sin embargo, incluso 
estos tribunales establecidos en diócesis pequeñas y de escasa población y, por lo tanto, de 
estructura menos compleja, no estaban exactamente organizados de la misma manera, como 
se verifica en el de Cuba, donde existía un fiscal de vara, seglar, para las ejecuciones de los 
bienes eclesiásticos, que no existía en otros tribunales.? 

La disparidad era, asimismo, una característica de los juzgados de las vicarías foráneas, ya 
que en algunos, además del vicario y del notario, contaban en su cuerpo de oficiales con un 
alguacil, un carcelero y, en algunos casos, un fiscal, no obstante la prohibición por ley de su 
existencia fuera de las ciudades donde residían las catedrales.10 Además de los tribunales 
episcopales, arquiepiscopales y de las vicarías foráneas existían los tribunales de los prioratos 
exentos de la jurisdicción episcopal, más comunes en los territorios ibéricos que en His- 
panoamérica. Funcionaban de modo muy semejante a los demás, asimismo, contaban con 
ministros y oficiales como el juez, promotor fiscal, diputados tenientes, alguacil fiscal, escri- 
banos receptores y notarios (algunas veces uno de ellos era archivero), procuradores, alcaide 
de la cárcel, nuncio o cursor para hacer las citaciones de los testigos, partes y otras personas, 
incluyendo otros oficiales nombrados ad hoc para situaciones puntuales, por ejemplo, los 
pesquisidores, clérigos encargados de hacer pesquisas en el territorio del priorato.!4 

En el edicto de la visita pastoral escrito el 26 de mayo de 1648 por mandato del obispo de 
Guadalajara, Nueva Galicia y Nuevo Reino de León, D. Juan Ruiz Colmenero, los oficiales de 
la audiencia eclesiástica mencionados eran los siguientes: “provisor, jueces, vicarios, visitado- 
res, secretarios, fiscales, notarios, procuradores, alguaciles y los demás que tuvieren o hubieren 
tenido otro ministerio en la dicha audiencia”12 La referencia a “los demás” ministros, era una 
alusión a los pesquisidores o comisarios, al repartidor de los procesos, y al alcaide de la cárcel 


7 VIQUEIRA (1996), Págs. 82, 92-93. 

8 DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. 

2 Así lo dice la constitución IV (Ministros que han de tener los tribunales eclesiásticos), del libro 1, títu- 
lo VI del Sínodo realizado en Habana en 1684. Véase Sínodo Diocesana (1844), Pág. 33. 

10 Recopilación, Libro l, Tít. 7, Ley 32 Que los Prelados no pongan Fiscales, si no fuere en las ciudades don- 
de residieren las catedrales, y no excedan de su jurisdicion, Fol. 36v. El HI concilio provincial mexicano 
decía lo contrario y según Dellaferrera en el siglo XVIII existían en la diócesis de Tucumán promoto- 
res fiscales en las vicarías foráneas de Salla, Tucumán, San Fernando de Catamarca, Jujuy, entre otras. 
Conc. III Mex., Libro L Tít. 9 De officio Fiscalis et iure Fisci, $ 23-24; DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. 

11 Constituciones Synodales (1742), Libro III, Tít. 4-11, Fols. 287-322. 

12 Garza MarTÍNEZ/PÉREZ ZEVALLOS (2007), Pág. 25. 
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y carcelero. Si era necesario, en algunos tribunales se agregaban otros oficiales a los men- 
cionados, como los asesores, el defensor de pobres, los curadores de menores, los actuarios, 
escribanos y relatores, los intérpretes de lenguas indígenas, los verdugos, los tesoreros, deposi- 
tarios, tasadores o fiscales de cuenta y reguladores de honorarios, los porteros de los edificios 
judiciales, los mandaderos o mensajeros judiciales, los pregoneros y los peritos (médicos o 
prácticos de la medicina, comadronas o parteras, boticarios, barberos-cirujanos y otros).13 
Además, con frecuencia se hicieron nombramientos para el desempeño temporal de algunas 
tareas judiciales, como combatir las idolatrías y otros delitos pertenecientes a la inquisición 
ordinaria, creándose oficios de duración efímera que al final no fueron institucionalizados.!4 

A partir de 1741, la constitución Dei miseratione de Benedicto XIV creó el oficio del defen- 
sor del vínculo matrimonial o de la sagrada ordenación en los procesos de nulidad contra el 
matrimonio y el orden sagrado, pero como bien demostró Dellaferrera solo entró en vigor 
en Hispanoamérica veinticinco años más tarde, el 21 de julio de 1766, por una real cédula 
expedida por Carlos III. El nuevo oficio era una especie de promotor fiscal, pero con compe- 
tencias muy concretas, que le atribuían la prerrogativa de ser llamado a juicio siempre que se 
ventilasen causas de nulidad matrimonial y, asimismo, de ser citado en todos los actos judicia- 
les y estar presente en el examen de los testigos. Le competía apelar las sentencias favorables 
de nulidad, defender de palabra y por escrito la validez del matrimonio y alegar todo lo que 
considerase necesario para el sostenimiento del vínculo. Si bien se creó un oficio con una atri- 
bución especial, sínodos posteriores determinarían que el promotor fiscal podía acumularlo 
(ya anteriormente lo ejercía, aunque de manera más bien vaga e imprecisa). De cualquier 
forma, a la vista de los procesos, los jueces no fueron absolutamente rectos en la aplicación de 
las normas vigentes, pues tramitaron muchas de las nulidades sin la intervención del defen- 
sor del vínculo matrimonial. Asimismo, solo ocasionalmente era designado un defensor de 
manera estable ya que el nombramiento más habitual era el pro tempore. 5 

Las ordenanzas son una de las fuentes normativas que mejor posibilitan caracterizar las 
dinámicas organizativas de los diversos tribunales, principalmente de aquellos cuyas estructu- 
ras eran más complejas. Ahí se encuentra un conjunto de determinaciones sobre los perfiles, 
competencias y deberes de los oficiales de justicia; los procedimientos y penas que se infligían 
a los que violaban los preceptos asociados a su trabajo; las maneras de tratar las sospechas 
contra los ministros judiciales, así como embargos o dilaciones; las tipologías de causas, for- 
mas de requerir justicia y otros aspectos relacionados con la praxis cotidiana de los tribunales. 





13 ARAMONI CALDERÓN (1996), Pág. 109; TRASLOSHEROS (2004), Págs. 39-41; TErRRÁNEO (2015), Págs. 357- 
374. Las pericias (y sobre todo las médicas, muy frecuentes en las causas de nulidad matrimonial) debían 
encomendarse a personas especializadas. En su ausencia la justicia episcopal recurría a los servicios de 
hombres experimentados, comúnmente denominados “prácticos” o “vecinos y personas inteligentes en 
el campo” Véase DELLAFERRERA (1997), Págs. 179-182; DELLAFERRERA (1996), Págs. 15-45. 

14 La adaptación a las circunstancias locales determinó una delegación más amplia de competencias judi- 
ciales a los visitadores hispanoamericanos, permitiéndoseles ejercer justicia ¿1 situ. Son conocidos proce- 
sos instaurados por ellos en Oaxaca y Chiapas. Véase ZABALLA BEASCOECHEA (20104), Págs. 42-43. 

15 DELLAFERRERA (2007), Págs. 10, 925; DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182; DELLAFERRERA (1994), Págs. 
46-76. 
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Se conocen, al menos, las ordenanzas de la audiencia eclesiástica del arzobispado de México, 
agregadas a la redacción de los decretos del primer concilio provincial mexicano. Si bien 
revelan algunas adaptaciones a la realidad concreta del territorio, tanto en la forma como en 
la substancia, no se detectan especificidades considerables en relación a las ordenanzas de los 
tribunales episcopales de las diócesis y arquidiócesis de los reinos peninsulares. 

Por regulación canónica, conciliar y sinodal, los ministros estaban obligados al cumpli- 
miento de tareas inherentes y anexas a su función. Sin embargo, algunos desempeñaron 
temporalmente otros cargos, conociéndose casos de notarios que ejercieron las labores de 
fiscal. Lo mismo ocurrió con otros oficiales, principalmente en las diócesis donde figuraba 
un modelo más centralizado de gobierno, siendo la cámara episcopal y la audiencia eclesiás- 
tica superentendidas por un mismo individuo, que ocupaba simultáneamente los oficios de 
provisor y vicario general. En estos casos, presentes en gran parte de las diócesis españolas y 
prácticamente en todas las de América, algunos oficiales trabajaban en los dos órganos.!* El 
secretario de cámara o canciller mayor es uno de los ejemplos, porque además de oficial de 
la cámara episcopal, donde escribía y autenticaba las actas conciliares, judiciales, pontificales, 
frecuentemente ejercía el oficio de notario en la audiencia eclesiástica.!? 

Importa, asimismo, señalar que para dar mejor a cada uno su derecho existían juzgados 
eclesiásticos que no eran tribunales ordinarios autónomos con fisionomía institucional y 
jurídica propia, sino departamentos de la justicia episcopal, que tenían su sede en el palacio 
episcopal o arzobispal. Por esta razón, gran parte de sus oficiales no eran exclusivos, como 
ocurrió en el “Juzgado de Testamentos, Capellanias y Obras Pias” del arzobispado de México. 
Según Costeloe, este juzgado estaba compuesto por un juez (generalmente miembro del ca- 
bildo), defensor fiscal, notarios, notarios receptores, notario de misas, escribanos, archivista, 
abogado, tesorero y contadores, algunos de los cuales eran oficiales de la audiencia arzobis- 
pal.1$ Esto fue aún más frecuente a nivel diocesano, donde esta estructura era más elemental, 
siendo la superintendencia de este juzgado acumulada por el provisor y vicario general. Tanto 
es así que en algunas diócesis era costumbre designar la audiencia eclesiástica como “Audien- 
cia y Juzgado General Eclesiastico de Justicia de Testamentos, Capellanias y Obras Pias”.1? 

En algunos periodos el “Tribunal Metropolitano de la fe de indios y chinos de México” que 
trataba de las causas contra indios y filipinos, acumuló otras funciones, como se desprende de 
algunos documentos del arzobispado de México que mencionan al mismo individuo acumu- 
lando los cargos de “vicario general, juez de testamentos, capellanías y obras pías y provisor de 





16 A pesar de ser común, la acumulación de funciones fue muy disputada entre autoridades como Nicolás 
Tudeschi, Felino, Juan de Andrés, Puteo, Ricino, Zerola, Lelio Zekio y Pedro Rebuffe. Las opiniones ten- 
dían a considerar que no debía existir acumulación salvo si el obispado era corto, los negocios pocos, el 
obispo capaz, buen letrado y residente en la diócesis. Véase VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo lL, 
Quest. 10, Art.7, 4 35 y 36, Pág. 671. 

17 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 182; PASTORA 
Y Nrero (1848), Tomo IV, Págs. 91-95, 208-209, 339, 346; Donoso (1858), Libro IL, Cap. 7, Págs. 369-370. 

18 CostTELOE (1967), Pág. 30. 

19 ZABALLA BEAaSCOECHEA/LANCHAS SÁNCHEZ (2014), Pág. 181. 
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los naturales de esta ciudad y arzobispado”20 Si bien en este arzobispado otro provisor trataba 
las causas de españoles, mestizos y castas, esto no sucedía en Chiapas, Puebla, Guadalajara y 
Guatemala, donde un solo provisor se encargaba de todas las causas.21 En definitiva, estos juz- 
gados y provisoratos no contaban con un cuerpo de oficiales propio, lo que se observa tanto 
en quienes los encabezaban como en el resto del cuerpo de ministros. 

El desempeño de los ministros era fiscalizado mediante visitas o pesquisas promovidas por 
el juez presidente del tribunal, cuya frecuencia y forma eran reglamentadas en los concilios 
provinciales. Constituye un ejemplo el tercer concilio provincial mexicano, que para garan- 
tizar pureza y rectitud en todos los tribunales eclesiásticos, obligaba a los jueces ordinarios 
a hacer visitas por sí o por persona designada, por lo menos en cada trienio, de los ministros 
de justicia, resarciendo los gravámenes causados y castigando según la calidad de los excesos. 
Exigía, además, que esos magistrados solicitasen cada mes cuenta de las causas fiscales y su 
estado a todos los ministros de la curia, reprendiendo y castigando severamente los descuidos 
padecidos.22 

Las constituciones sinodales comúnmente consideraban la necesidad de esta acción fisca- 
lizadora, de la cual podían seguirse penas temporales también llamadas canónicas (multas, li- 
mosnas, privación o suspensión de oficio, ayunos y penitencias corporales), o procesos contra 
los que delinquían en sus oficios, cuyas sentencias podían combinar las aludidas penas tem- 
porales con las espirituales (censuras eclesiásticas, irregularidades, deposición, degradación 
y ciertos ejercicios de piedad). La sentencia dada por el juez contra los oficiales y ministros 
suyos en razón de excesos cometidos en sus oficios (aun de suspensión o privación de ellos) 
debía ejecutarse sin impedimento de apelación.2 Durante el periodo de sede vacante el vica- 
rio y demás oficiales quedaban bajo la supervisión del cabildo que, por esta razón, los podía 
acusar.?24 

Como en la América portuguesa, también en Hispanoamérica las visitas pastorales ejercie- 
ron una acción fiscalizadora sobre los ministros de las instituciones judiciales eclesiásticas.25 
El edicto de visita ordenado el 26 de mayo de 1648 por el obispo de Guadalajara, Nueva 
Galicia y Nuevo Reino de León, D. Juan Ruiz Colmenero lo expresaba así: “nos den la que 
tuvieren de cualesquiera pecados públicos así eclesiásticos como de seculares, y asimismo de 





20 TRASLOSHEROS (2004), Pág. 117. 

21 TRASLOSHEROS (2004), Pág. 117; VIQUEIRA (1996), Págs. 82, 92-93. 

22 Conc. HI Mex., Libro 1, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 10, 12; Libro II, Tít. 1 De officio 
Episcoporum et vitae puritate, De visitatione propriae provinciae, $ 4. 

23 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte III, Párrafo 2, No. 2, Pág. 182; Parte III, Párrafo 6, No. 15, Pág. 197; 
Parte III, Párrafo 10, No. 1-10, Págs. 205-207; Parte IV, Párrafo 5, No. 4, Pág. 246; Synodo Diocesana (1687), 
Lib. IL, Const. 10 Que los Vicarios Generales, Oficiales, Fiscales y otros Ministros inferiores sean visitados 
cada, y quando convenga, Fol. 64; Pastora Y Nieto (1848), Tomo IV, Pág. 163. Son conocidos casos en que 
los obispos castigaron a sus provisores. Véase DELLAFERRERA (2007), Pág. 761. 

24 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro IV, Cap. 13, Pág. 111, 9148. 

25 CrIsPINO (1695), Parte II, $ 32, Págs. 303-309, Y 1-15; MorI1coNI (2019), Pág. 188; Gouvera (2020); Gou- 
VEIA (2018); GOouvela (2009). 
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cualquiera de los excesos de los ministros de nuestra audiencia eclesiástica, así de sede vacante 
como de sede plena”26 

A los ministros se les exigía particularmente mantener el secreto. El primer concilio pro- 
vincial mexicano estipulaba la apelación de la pena de privación de oficio y excomunión 
mayor latae sentencia unica pro trina canónica monitione praemissa, para los que descubrían, 
por sí, o por interpuesta persona, por palabra, escrito o señal, las cosas tratadas en la audiencia 
eclesiástica.27 Así pues, se les pedía integridad, rectitud y desempeño ejemplar de su oficio, 
especialmente a los ministros que formaban parte de la llamada “familia armada” de los obis- 
pos de la que eran jefes los alguaciles mayores.28 Algunos de esos excesos eran susceptibles de 
condena, otros tenían alguna excusa, como sucedía a los alguaciles, porteros y merinos que 
en el ejercicio de sus funciones violentaban a los clérigos.?2? 

Las disposiciones del tercer concilio limense, del tercer concilio provincial mexicano y del 
concilio provincial de Santafé de Bogotá reclamaban la necesidad de conferir gratuitamente 
los cargos que miraban a la recta administración de justicia a las personas que los merecían, 
para que los desempeñasen con toda probidad y fidelidad. No podían venderlos o arrendar- 
los, ni transferirlos a otros por cualquier interés temporal. El comprador o arrendatario, así 
como el vendedor o arrendador, quedarían ¿pso ¿ure privados del oficio. En el curso de las 
audiencias ninguno de ellos podía portar armas. Se imponía que reinase suma paz, conformi- 
dad y modestia entre todos so pena de multas y castigos de suspensión y privación de oficio 
para los contraventores a arbitrio de los jueces.30 

Los salarios de los ministros no eran fijos, los recibían según la naturaleza y cantidad de los 
casos que pasaban por sus manos. La ordenanza redactada en el primer concilio provincial 
mexicano contenía un arancel de los derechos que se habían de llevar en la audiencia arzobis- 
pal y provincial, indicando cuánto recibían por sus actos los jueces, los notarios, el secretario 
del obispo, el alguacil mayor del arzobispado y el alcaide de la cárcel. La existencia de un 
arancel volvería a mencionarse en el tercer concilio provincial mexicano como obligación 
para todos los tribunales de la provincia eclesiástica.31 De algunos sínodos realizados en los 
obispados resultarán, asimismo, aranceles con instrucciones para la tasación de los salarios, 
basadas en los decretos tridentinos.32 





26 Garza MaArTÍNEZ/PÉREZ ZEVALLOS (2007), Pág. 25. 

27 Tezapa Y Ramiro (1855), En que manda que todas las iglesias y clérigos del arzobispado y provincia ten- 
gan estas constituciones, Pág. 174. 

28 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro IV, Cap. 7, Pág. 48, Y 45; CrIspINO (1682), Parte IL, 
$ 32, Págs. 308-309, Y 15. 

29 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo II, Quest. 18, Art. 1, 4 158, Pág. 451. 

30 Conc. IM Lima, Actio IL, Cap. 8 Officia Notarii et Fiscalis gratis conferenda, Fols. 52-53; Conc. IM Mex., 
Libro I, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 10; Libro IL, Tít. 1 De Ordine ludiciorum, $ 1-2; 
Coño BETANCOURT/CoBO (2018), Págs. 441, 449. 

31 Conc.III Mex., Libro 1, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 13; Tejapa Y Ramiro (1855), Arancel 
de los derechos que se han de llevar en esta nuestra audiencia arzobispal y provincia, Págs. 176-179. 

32 DELLAFERRERA (2002), Págs. 105-131. Antes del concilio de Trento algunos concilios provinciales deter- 
minaron la existencia de una tabla con la tasa de los derechos, que se colocaba en un lugar de la audien- 
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Cabe destacar, como ejemplo, el arancel contenido en las constituciones sinodales del pri- 
mer sínodo de Santafé del Nuevo Reino de Granada concluidas el 3 de junio de 1556, recien- 
temente transcritas y publicadas, donde se concluía que los alguaciles recibían una determi- 
nada cuantía por cada acto de justicia, variable según ocurriera dentro o fuera de la ciudad y 
arrabales. La tasación de los derechos de los notarios también se hacía por cada hoja escrita, 
pero el precio variaba entre el extenso rol de actos que llegaban a sus manos, como querellas 
o denuncias, presentación de testigos, mandamientos para prender o soltar, cauciones, fian- 
zas y carcelarias, pregones, secuestros de bienes, licencias, juramentos, traslados, comisiones, 
provisiones, cartas de excomuniones, cartas negativas, cartas de receptoría o requisitorias para 
examinar testigos, citatorias, tasación de costas, publicación de las probanzas, conclusiones de 
las causas, sentencias, apelaciones, y otros autos, notificaciones y escrituras. Por fin, el arancel 
detallaba que los ejecutores eran resarcidos por cada sentencia o contrato ejecutorio, por cada 
mandamiento para ejecutar y por cada testimonio.33 

No siempre, sin embargo, los aranceles eran exequibles o surtían el efecto deseado, como 
aparentemente ocurrió con el de Santafé en lo que respecta a los notarios. Quedó patente en 
las constituciones concertadas y aprobadas en el segundo sínodo, realizado en 1606, que el 
arzobispo D. Bartolomé Lobo Guerrero conocía de algunos abusos, en razón de los cuales 
determinó la redacción de un nuevo arancel de derechos sacado del arancel real. En general, 
el salario que correspondía a cada uno de los ministros debía ser similar en todos los foros de 
justicia y proporcional al trabajo, pero en la práctica era variable. Motivo de reflexión en los 
diversos sínodos y concilios, era susceptible de adaptaciones a las situaciones concretas del 
territorio, especialmente atendiendo a los precios de las cosas.34 

Por ser un asunto delicado, los salarios despertaron la atención de importantes autores, 
como Alonso de la Peña Montenegro, que al respecto advertía a los obispos que debían 
atender la manera en que en los tribunales corrían los salarios, para que no excediesen las 
determinaciones del concilio.35 La Recopilación sistematizaba toda la normativa en torno a 
los aranceles de derechos y señalaba la obligación de su cumplimento por parte de todos los 
prelados, ministros y justicias eclesiásticas de las Indias.36 Por su parte, basado en la Recopi- 
lación, en cédulas y opiniones de auctoritas, Solórzano Pereyra también enfatizó el margen 
y los límites de las tasas de los derechos o espórtulas, defendiendo que no podían exceder el 
triple de los que se llevaban en Castilla y, por eso, se encargaba a los prelados el envío de los 





cia visible a todos. Véase TejaDA Y RAMIRO (1855), Que no se reciban mas derechos que los de arancel, 
Pág. 108. 

33 Coño BETANCOURT/COBO (2018), Págs. 131-135. 

34 El concilio provincial santafereño de 1625 continuó reforzando la obligación del obispo de elaborar un 
arancel de los estipendios de sus ministros. Véase Copo BeraNcourT/CoBo (2018), Págs. 281-288, 522. 

35 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro V, Trat. 2, Sec. 5, No. 1, 3, 4, 6. 

36 Recopilación, Libro L, Tít. 7, Ley 43 Que los Prelados y Ministros Eclesiásticos guarden los aranceles, 
conforme á derecho de estos Reynos de Castilla, y las Audiencias lo hagan executar, y los Virreyes y lusti- 
cias informen si se cumple lo proveido, Fol. 38v; Tít. 9, Ley 9 Que en los Concilios Provinciales se hagan 
aranceles de los derechos que han de percebir los Eclesiasticos por sus ocupaciones y ministerios, Fol. 43v. 
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aranceles de los tribunales eclesiásticos a los reyes o a sus concejos.37 Los que practicaban 
fraudes, exigiendo más derechos y salarios que los indicados en las tasas y tarifas, quedaban 
sujetos a multas y castigos de acuerdo con el número de lapsos, arriesgándose a perder el 
oficio. Los ministros tampoco podían recibir de los pleiteantes ningún regalo (ni siquiera 
comestibles), ni nada prestado o empeñado, también se les prohibía tomarlas por fiadores, so 
pena de privación de oficio, restitución del dinero o dádivas y castigo de acuerdo con el rigor 
de derecho.38 Podían establecer contratos con los litigantes, pero mediante su justo precio, o 
sea, sin aprovecharse de su oficio o abuso de la autoridad.32 

Algunos de estos ministros eran clérigos, otros laicos. Estos ejercían un simple ministerio 
y no un oficio espiritual ni una jurisdicción, o sea, no poseían autoridad de regir y gobernar 
a la Iglesia, arreglar la disciplina y policía de la misma, ordenar censuras y penas canónicas, 
hacer leyes, estatutos y constituciones, ni sentenciar las causas de materias del fuero eclesiás- 
tico o canónico.* Durante los más variados actos del tribunal algunos ocupaban asientos de 
honor en razón de antigúedad de oficio. Tenían privilegios variables según las diócesis, pero 
en todos los territorios de Hispanoamérica los fieles debían reverenciar y respetar su autori- 
dad.41 La importancia de su acción llevó, en los diferentes reinos españoles y americanos, a la 
práctica de nombrar a algunos de ellos como comisarios inquisitoriales.42 

Todos los ministros estaban subordinados al juez presidente del respectivo tribunal que en 
tiempo de sede plena era el obispo o arzobispo, y en tiempo de sede vacante era la persona 
que el cabildo eligiera.4 Sin embargo, verificándose la enfermedad, decrepitud, ineptitud, 
suspensión, remoción o deposición de un obispo; graves disturbios en la elección del vicario 
capitular, elección de persona indigna o dudas de la legitimad de la elección o prolongamien- 
to excesivo de la vacancia, la Santa Sede podía nombrar un vicario apostólico para gobernar 
interinamente el obispado. Los ministros debían obedecer a este vicario apostólico pues era 
él quien ejercía la presidencia de la audiencia eclesiástica. 4 





37 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro V, Cap. 2, Pág. 274, Y 23,25. 

38 Tejapa Y RAMIRO (1855), Que no se reciban mas derechos que los de arancel, Pág. 108; De los derechos 
que han de llevar los jueces y notarios de nuestra audiencia, y alguacil y carcelero y portero, Págs. 170-175. 

32 Conc. III Mex., Libro I, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 20; Libro IL, Tít. 1 De Ordine ludi- 
ciorum, $ 7. Lo mismo prevaleció en los tribunales seglares. Véase CasriLLo DE BOBADILLA (1775), Libro 
IL, Cap. XL ÁLVAREZ DE VELASCO (1662), Rubrica IX, Annotatio IL Págs. 86-90. 

40 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 39 Del síndico, No. 385; PasrorRa y N1ETO (1848), 
Tomo III, Págs. 205-209. 

41 Recopilación, Libro l, Tít. 5, Ley 1 Que se guarde toda la reverencia e respeto a los Lugares Sagrados y 
Ministros Eclesiasticos y la inmunidad a las Iglesias, Fol. 20v. 

42 VIQUEIRA (1996), Pág. 92; GuisovicH PÉREZ/WUFFARDEN (2008), Págs. 111-122. 

43 Recopilación (1581), Libro L Tít. 7, Ley 24 Que los Prelados visiten sus Diocesis, y quando nombraren vi- 
sitadores, 0 los Cabildos Eclesiasticos en Sede vacante, sean quales conviene, Fol. 35; SOLÓRZANO PEREYRA, 
Política Indiana, Tomo Il, Libro IV, Cap. 8, Pág. 63, 4 88. 

44 Donoso (1858), Libro IL, Cap. 4, Págs. 277-279; Tomasino (1776), Tomo l, Libro 1, Cap. 18, Págs. 44-45, 
68-69,71-72; FERRARIS (1772), Vicarius Apostolicus, Tomo IX, Págs. 82-85. Sobre la existencia de esta figu- 
ra desde tempos medievales véase Conc. Trid., Sesión 24, Cap. 20, Decretum De Reformatione; WALTER 
(1844), Libro II, Cap. 1, 4 130-132, Págs. 216-220. 
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En definitiva, como se ha intentado demostrar, independientemente del tipo de instancia, 
los tribunales estaban compuestos por varios ministros y oficiales, con perfiles, competencias 
y deberes distintos, que se estudiarán a continuación. 


3. Juez asesor 


Cuando una causa trataba un asunto de suma importancia y responsabilidad, susceptible de 
vacilaciones, perplejidades e incertidumbres, el juez no letrado o perito en derecho podía 
nombrar un asesor, para asistirlo en las audiencias de las partes y de los testigos. El asesor 
era llamado así porque asistía al juez y podía ayudarlo con sus consejos o pareceres.16 La 
participación del asesor tenía como finalidad garantizar un proceso correcto y una sentencia 
justa. Era uno de los medios empleados para llegar a una certidumbre al menos moral. Con- 
siderando que en los tiempos modernos la orden jurídica reconocía la communis opinio como 
fuente formal del derecho, para producir una decisión justa fundada en una buena razón el 
juez debía estar plenamente familiarizado con el amplio conjunto de obras y auctoritates que 
conformaban el campo de la literatura jurídica o, al menos, dotado de la facultad de poder 
rodearse de jurisconsultos expertos. Institución de carácter judicial, las consultas eran un 
elemento habitual, por ejemplo, en los procedimientos de jurisdicción voluntaria y en las 
apelaciones que llegaban a los tribunales arzobispales.17 

El concejo o parecer de este asesor no era vinculante. El juez de la causa no estaba obligado 
a seguir el dictamen de su asesor, sino que podía descartarlo si le parecía injusto o errado y 
transferir todo el asunto a otro perito. Sin embargo, después de aceptarlo era corresponsable 
de la decisión, estando obligado a firmar la sentencia. Si el asesor deliberadamente emitía un 
mal consejo o inducía intencionalmente el juez a equivocarse sería castigado con la misma 
pena del juez que siendo consciente de eso formulase juicio contra derecho.%8 





45 El Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas contiene artículos espe- 
cíficos sobre determinados ministros del tribunal, como los jueces (juez presidente: arzobispo y obispo), 
los vicarios (provisor, vicario general y vicarios foráneos) y los abogados o procuradores. Aquí solo se 
mencionarán genéricamente. 

46 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro Il, Tít. 1 De los juicios, No. 2; Hevia BoLaÑos, Curia 
Philipica, Parte 1, Párrafo 2, No. 18, Fol. 12. Para ejemplos de causas que requerían la colaboración de dos 
asesores letrados véase DELLAFERRERA (2007), Págs. 767-769. 

47 Rico CaLLADO (2014), Págs. 75-76. Según Villarroel llegó a pensarse en Chile el nombramiento de un 
juez metropolitano para las apelaciones, lo que no se concretó. Ver VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, 
Tomo l, Quest. 4, Art. 2, 4 35, Pág. 408. 

48 Las Siete Partidas, Partida III, Título 21 De los consejeros, Ley 3 Que gualardon deven aver los consejeros 
quando dieren buen consejo, e que pena merecen quando lo diesen malo a sabiendas; MurILLO VELAR- 
DE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 32 Del oficio del juez, No. 348; Libro Il, Tít. 27 De la sentencia 
de la cosa juzgada, No. 256; Libro V, Tít. 12 Del homicidio voluntario o casual, No. 59; Hevia BoLaÑos, 
Curia Philipica, Parte L, Párrafo 18, No. 5, Pág. 95. 
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Este oficio era desempeñado ad hoc y no de modo estable. Por esta razón los asesores eran 
jurisconsultos y no magistrados, no ejercían jurisdicción que era la potestad pública, intro- 
ducida para la decisión de las causas, denominada también imperio, el cual se clasificaba en 
mero (la facultad de hacer justicia en las causas criminales) y mixto (la facultad de hacer justi- 
cia en las causas civiles y criminales). Sin jurisdicción, estos jurisconsultos solo asesoraban, 
o sea, no decidían pero influían en la decisión, a través de consejos, sugerencias, advertencias y 
opiniones. ¿A qué jueces asesoraban? A los dos tipos de jueces que podían ejercer jurisdicción 
en los tribunales episcopales: los ordinarios y los delegados.50 

Generalmente estos individuos nombrados para asistir al juez eran abogados, pero en ca- 
sos de particular gravedad la opción recaía en asesores teólogos. En cuanto a los requisitos 
exigidos, solo podían ejercer este oficio los hombres leales, avisados y sabedores por arte o 
por uso, de buena fama y estimación, sin sospecha y sin mala codicia, en acuerdo con lo que 
decía Pedro Crisólogo “si la ciencia es la que hace al maestro, la buena vida es la que sostiene 
la autoridad del magistrado, y cuando se practica lo que enseña, se dispone a los súbditos a 
la obediencia”51 

La condición de sacerdotes era uno de los criterios más importantes, particularmente en 
las causas de inmunidad y privilegio del fuero y en las causas criminales contra clérigos. Sin 
embargo, según Murillo Velarde, el obispo podía igualmente elegir un asesor y consultor lai- 
co para esas causas.2 Además, el pontífice, que estaba sobre todo derecho eclesiástico, podía 
por la plenitud de la potestad delegar a un laico cualquier causa eclesiástica y espiritual; pero 
incluso sin hacerlo, el laico podía ofrecer arbitrio y dar consejo en una causa eclesiástica, por- 
que en esto no ejercía ninguna jurisdicción, pudiendo por esta razón ser asesor de los jueces 
eclesiásticos.53 

El juez no letrado no podía resolver asuntos de importancia sin el consejo del asesor. Su 
figura era especialmente importante para los jueces delegados, porque no podían subdelegar 
el juicio de causas y la ejecución de sentencias, solo tomar asesores. Precisamente por eso, el 
concilio de Trento ordenó que en el concilio provincial o en el sínodo diocesano se eligiese 
en cada diócesis al menos cuatro personas, con las cualidades requeridas por la constitución 


42 Véase MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 32 Del oficio del juez, No. 343; Libro V, 
Tít. 16 De los adulterios y del estupro, No. 182; Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 4, No. 1, 
Pág. 19. 

50 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 1. 

51 López, Las Siete Partidas, Partida III, Título 21 De los consejeros, Ley 2 Quando se debe tomar el conse- 
jo e quales deven ser los consejeros e sobre que cosas e en que manera lo deven dar, Glosa k, De buena 
fama; MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro Il, Tít. I De los juicios, No. 3; Libro V, Tít. 37 De 
las penas, No. 331; Pastora Y NreTO (1848), Tomo IV, Pág. 347. 

52 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 Del oficio del vicario, No. 297. 

53 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 Del oficio de la potestad del juez delegado, 
No. 308; Libro II, Tít. 2 Del foro o fuero competente, No. 25. 
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de Bonifacio VIII, para que además de los ordinarios de los lugares siempre hubiese jueces 
dispuestos a colaborar en las causas eclesiásticas.54 

Una vez que el juez de la causa había determinado un asesor debía dar aviso de ello a las 
partes y si alguna lo tuviese por sospechoso se podía tomar otro. Las partes podían tanto 
requerirlos como recusarlos. Frecuentemente el nombramiento se realizaba con su acuerdo. 
No eran elegibles los individuos que previamente hubieran abogado en la causa. Asimismo, 
no podían ser admitidos como testigos en una causa en que participaran o habían de partici- 
par como asesores.33 

Siendo la asesoría de mutuo acuerdo, las partes pagarían por partes iguales. Si solamente 
una de ellas la había pedido tenía que pagarla por entero.56 Puesto que era posible que una 
o las dos partes intentaran corromper a los asesores con recompensas, algunos sínodos en- 
cargaron al juez regular su salario y moderarlo con prudencia. No podían recibir regalos o 
dádivas directa o indirectamente de los litigantes, por sí o a través de otras personas, hasta la 
conclusión de la causa, ni tampoco recoger más de lo acordado o establecido en los aranceles, 
so pena de restitución del cuádruple.*”? 

Cabe reconocer que en la documentación no hay muchas referencias a este ministro. Con- 
tra los abusos de los jueces, que pudiendo discernir y determinar las causas que ante ellos se 
trataban, tomaban asesores a costa de las partes, algunos concilios recomendaron asesorías 
solamente en casos de manifiesta necesidad. Justo por eso, esta figura aparece por primera vez 
en la documentación del tribunal episcopal del Tucumán en un proceso de matrimonio clan- 
destino iniciado en 1788. El asesor nombrado, el letrado Dr. Gregorio Funes, se excusó, aca- 
bando por desempeñar este oficio el provisor de Buenos Aires, el licenciado Juan José Solís.58 


4. Promotor fiscal o de justicia / procurador fiscal 


De establecimiento antiguo y nombramiento episcopal, este era el oficial que detentaba la 
representación de intereses del tribunal, sirviéndolo como acusador o defensor. Diputado por 
la curia episcopal, no podía ejercer su oficio sin antes prestar juramento en manos del obispo 
o de su secretario. Se llamaba promotor o promovendo porque era como los ojos del obispo 


34 Conc. Trid., Sesión 25, Cap. 10, Decretum de Reformatione; PasroRA Y NiETO (1848), Tomo Il, Págs. 157- 
159. 

55 Las Siete Partidas, Partida III, Título 21 De los consejeros, Ley 2 Quando se debe tomar el consejo e quales 
deven ser los consejeros e sobre que cosas e en que manera lo deven dar; MurILLO VELARDE, Cursus luris 
Canonici, Libro 1, Tít. 32 Del oficio del juez, No. 348; Libro IL Tít. 20 De los testigos y sus declaraciones, 
No. 5; DELLAFERRERA (2007), Págs. 149-150, 915-916. 

56 Las Siete Partidas, Partida II, Título 21 De los consejeros, Ley 3 Que gualardon deven aver los consejeros 
quando dieren buen consejo, e que pena merecen quando lo diesen malo a sabiendas; Hevia BoLaÑos, 
Curia Philipica, Parte L, Párrafo 18, No. 5, Pág. 95. 

57 Coño BETANCOURT/COBO (2018), Pág. 423; TerRÁNEO (2015), Págs. 357-374. 

58 DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182; DELLAFERRERA (2007), Págs. 149-150, 915-916. 
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en su diócesis, siendo su atribución principal descubrir y acusar los abusos y desórdenes que 
en ella se cometiesen. Debía hacer todas las demandas relativas al orden e interés público, 
para mantener y proteger los derechos, libertades e inmunidades de la Iglesia y del obispo, 
defender los bienes eclesiásticos y los ministros, velar por la conservación de la disciplina 
eclesiástica e informar contra los delitos de la cristiandad, principalmente de los eclesiásticos. 
Para todo esto tenía que solicitar diligentemente las necesarias pruebas y testigos. 

El promotor fiscal era un ministro que debía fiscalizar todos los campos en los cuales se 
extendía la jurisdicción de los tribunales diocesanos, asaz amplia porque era ejercida en razón 
de la persona (ratione personae) y en razón de la materia (ratione materiae).S0 En cuanto a la 
persona, la aludida jurisdicción obligaba al promotor fiscal a ejercer supervisión sobre los 
delitos del fuero eclesiástico cometidos por los indios y sobre el clero secular, exceptuando 
algunos crímenes (como los de lesa majestad y disputas de los bienes de la Corona) y ciertos 
clérigos (los miembros de la capilla real y de las órdenes militares).*! También podían reque- 
rir causas contra los sacerdotes del clero regular en consonancia con las situaciones determi- 
nadas en Trento: 1) los que viviendo extra claustra cometiesen delitos suscitadores de escánda- 
lo público; 2) los desertores que se apartasen de cenobios sin licencia 21 scriptis (se eximían a 
los que estaban fuera momentáneamente por razón de la predicación, o para oír confesiones, 
o también por causa de recreo con la debida licencia, y aquellos que residían en las granjas o 
haciendas conventuales, no pudiendo andar sin compañero, o de noche, o disfrazados, o con 
vestidos indecentes, o llevando armas consigo); 3) los que viviendo intra claustra cometiesen 
un delito en el siglo y su superior, después de notificado por la justicia episcopal no tomase 
las medidas adecuadas en el tiempo determinado, o no remitiese al tribunal requirente una 
certificación escrita del castigo aplicado; 4) los que delinquiesen o perjudicasen a los obispos 
y a los ministros de su(s) tribunal(es).é2 

En cuanto a la materia, competía al promotor fiscal requerir justicia en asuntos matrimo- 
niales, defensa de la jurisdicción eclesiástica, cumplimiento de compromisos de caridad a 
vivos y muertos (testamentos, capillas y obra pías), conflictos suscitados por la administra- 
ción de los diezmos, herejías indígenas y pecados públicos y escandalosos cometidos por 





52 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 21; Tít. 9 De Offcio Fiscalis et iure 
Fisci $ 1-2; MurtLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De las acusaciones, inquisiciones y 
denuncias, No. 6; Pasrora Y NreTO (1848), Tomo IV, Págs. 216-217; Coño BEraANcourT/Cobo (2018), Pág. 
441. 

60 Sobre la jurisdicción espiritual y temporal del fuero eclesiástico: Las Siete Partidas, Partida 1, Título 6 De 
los clérigos e de las cosas que les pertenesce fazer e de las que les son vedadas, Ley 56 Quales franquezas 
han los clérigos en judgar los pleitos spirituales; Ley 57 En quales pleitos temporales han franquezas los 
clérigos para judgar se ante los juyzes de santa iglesia e en quales non. 

61 ZABALLA BEascoEcHEA (20102), Págs. 17-46; ZaBALLA BEASCOECHEA (2010b), Págs. 45-46. 

62 Conc. Trid., Sesión 6, Cap. 3, Decretum de Reformatione; Sesión 7, Cap. 14, Decretum de regularibus; 
Sesión 24, Cap. 14, Decretum de regularibus; BarBOSA (1665), Aleg. 105, Págs. 479-493; Donoso (1858), 
Libro IL Cap. 1, Pág. 188; Libro IL Cap. 6, Págs. 340-352. A pesar del rigor y de la claridad de la normativa 
tridentina ocurrieron algunos conflictos jurisdiccionales entre las estructuras judiciales del clero secular 
y regular en Hispanoamérica. Sobre los que estallaron en Guatemala y México véase Ruz (2004), Págs. 
228-240; TRASLOSHEROS (2004), Págs. 65-73; VIQUEIRA (1996), Págs. 87-91. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 15 


clérigos y legos residentes en las parroquias sujetas a la jurisdicción del obispo. Además del 
incumplimiento del ministerio eclesiástico, el titular de este oficio debía conceder especial 
atención a los comportamientos incompatibles con ese ministerio y otros delitos cometidos 
por clérigos y legos (algunos de ellos causae mixti fori), como no comparecer ante el tribunal 
después de citación, falsificación de documentos, perjurio, inducción a falsas declaraciones, 
sacrilegio, simonía, robo, usura, falsedad, homicidio, injuria, alevosía y traición, lenocinio, 
separación del cónyuge, sevicias, posesión irregular de bienes, obstaculizar o desobedecer a 
la justicia, irregularidades canónicas, aborto, exposición de infantes, juegos, duelos, bailes y 
torneos, ebriedad, portación de armas defensivas, deudas; blasfemia, adulterio, estupro, rap- 
to, desfloración, fornicación, molicies (onanismo, felación y cunnilingus) y otras acciones de 
deleite carnal, bestialidad, sodomía imperfecta, incesto, amasiato o concubinato, amanceba- 
miento, meretricio, alcahuetería y otros.63 Sin comisión del juez, los fiscales no podían hacer 
las pruebas o investigaciones de los crímenes; también debían esperar a que el juez admitiera 
la acusación para poder denunciar el nombre de los culpados.*4 

Guardar y aumentar las obras pías era otra de las responsabilidades de este oficio al punto 
que en el Tucumán se presentaba con el título de “promotor fiscal general y defensor de obras 
pías”$5 También debía pugnar para que el tribunal funcionase correctamente, debiendo de- 
nunciar las infracciones, como los juegos prohibidos en la cárcel, las morosidades o abusos 
durante los trámites procesales y las causas mal resueltas, pudiendo apelar las sentencias del 
juez.6 Como la defensa de la vindicta pública en las cuestiones de jurisdicción contencio- 
sa era parte de sus funciones, este oficio existió en las vicarías metropolitanas, diocesanas 
y foráneas. Su intervención era también importante en los procedimientos de jurisdicción 
graciosa, donde en defensa del interés de la Iglesia planteaba informes y recogía testimonios 
de testigos para proporcionar una resolución pertinente. En tales casos su labor no era la de 
contradecir a un oponente en un litigio sobre un derecho disputado, sino la de garantizar el 
cumplimiento de las normas legales.67 

En algunas diócesis su existencia se masificó como lo expresa el capítulo seis de las consti- 
tuciones leídas y aprobadas en el primer sínodo de Santafé celebrado en 1556: “Y así mismo 
en las demás ciudades, villas y lugares de este nuestro obispado haya un fiscal que tenga el 
mismo cargo y de nos avisar de los pecados públicos y de los transgresores y quebrantadores 
de estas nuestras constituciones”. Por su parte, en las metrópolis debía haber dos promotores 
fiscales, uno para la vicaría ordinaria y otro para la metropolitana.é8 





63 Algunos de estos aparecen en MurILLO VELARDE (1791). De otros hacen mención las causas judiciales y 
los decretos de los concilios provinciales. Véase TRASLOSHEROS (2004), Pág. 41. 

64 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 16. 

65 DELLAFERRERA (1997), Págs. 154-159. 

66 Así procedió Miguel López Manzano, fiscal del tribunal de Arequipa. En 1636 apeló una sentencia pro- 
nunciada por el provisor en la que dio por libre al licenciado don Luis de Losada Quinones, denunciado 
por usurario. Véase GUTIÉRREZ ARBULU (1997), Pág. 177. 

67 Rico CaLLaDO (2014), Págs. 76-77. 

68 Coo BETANCOURT/CoBO (2018), Pág. 125. 
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La ocurrencia de casos en que los arzobispos y obispos nombraban fiscales para las ciuda- 
des y pueblos de sus distritos que prendían y azotaban a los indios originó, el 2 de marzo de 
1560, una ley del monarca Felipe IL en la cual declaraba que la existencia de estos ministros 
solo estaba permitida en las ciudades donde hubiese iglesias metropolitanas y catedrales.92 
Si la norma fue revocada o tuvo una resonancia débil no queda claro, el caso es que el tercer 
concilio provincial mexicano, realizado después, previó la existencia de los fiscales o ejecu- 
tores inferiores, residentes fuera de la curia episcopal, exigiéndoles un código de conducta 
moral igual a los fiscales o ejecutores superiores y atribuyéndoles capacidad para averiguar los 
delitos expresados en los edictos generales.?0 

La naturaleza de las funciones atribuidas a este ministro exigía que el oficio no se confiase 
a legos. Algunos concilios y sínodos reforzaron esta aserción, decretando necesaria su ordena- 
ción in sacris, así como integridad y virtud en su vida y costumbres, habilidad e inteligencia, 
imponiéndole la excomunión 1pso facto si por dolo o malicia dejase de hacer lo que se le en- 
cargaba, rebajase algo de las penas marcadas o hiciese composición o pacto para que las cons- 
tituciones no surtiesen el debido efecto.?! Ciertamente, tomando en consideración la escasez 
de individuos con el perfil ideal, algunos concilios provinciales flexibilizaron los requisitos.?2 
De cualquier forma, el contenido de los actos formales de nombramiento de los fiscales hizo 
eco de las normas, instando a los requisitos básicos de buena conducta, fidelidad y costum- 
bres, así como exigiendo órdenes sacras y, en algunos casos, formación en cánones.?73 La in- 
teligencia de los derechos y la pericia en los negocios forenses era muy útil para el ejercicio 
cabal de este oficio, pero como refería Hevia de Bolaños, los fiscales no podían ser abogados.”?* 

La agilidad de la justicia dependía mucho de la agilidad de los procedimientos del fiscal. 
En 1555 el primer concilio provincial de México encargaba al fiscal no dejar pasar más de 
tres días desde que el delincuente fuese presentado en la cárcel, para ponerle acusación.?3 Se 
le requería agilidad, pero también prudencia en acciones y palabras en el análisis de lo que 
debía constituir objeto de delación. No habiendo acusación de las partes, los fiscales tenían 
prohibido entrometerse a querellar o denunciar clérigos por delitos nacidos de palabras li- 
geras. Para evitar denuncias exageradamente extemporáneas no debían hacer delaciones de 
clérigos o legos por delitos que habían cometido hacía más de tres años y de los cuales ya se 
habían enmendado, salvo si el delito era tan calificado y grave que pareciese cosa escandalosa 
dejar de ser castigado. De igual modo, para evitar infamias a la orden clerical y a las mujeres 


62 Recopilación, Libro 1, Tít. 7, Ley 32 Que los Prelados no pongan Fiscales, si no fuere en las ciudades don- 
de residieren las catedrales, y no excedan de su jurisdicion, Fol. 36v. 

70 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 9 De officio Fiscalis et iure Fisci, $ 23-24. 

71 Constituciones Synodales (1739), Cap. X, Sess. 1, Const. 8, Pág. 304; Tejapa Y RAMIRO (1855), Tomo V, 
Págs. 6-29, 233; PasTORA Y NIETO (1848), Tomo IV, Págs. 216-217. 

72 GurIÉRREZ ARBULU (1997), Pág. 173; DELLAFERRERA (1997), Págs. 154-159. 

73 DELLAFERRERA (1997), Págs. 154-159. 

74 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 6, No. 9, Pág. 35. 

75 TEJADA Y RAMIRO (1855), Tomo V, Primer Concilio Provincial de Mejico, año 1555, Que la acusación se 
ponga dentro de tres días al delincuente después que se presentare y las causas criminales se sentencien 
con brevedad, Pág. 166. 
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casadas, no podían ser parte en denunciar a clérigo alguno de delito de adulterio cometido 
con mujer casada, durante el matrimonio, salvo si el marido lo sabía y consentía, el clérigo 
se gloriase de ello, o hubiera tan gran publicidad del delito en el pueblo que disimular su 
conocimiento constituiría escándalo. En los susodichos casos podían inquirir de tales delitos 
y hacer la denuncia, usando palabras discretas, que identificaran la infracción, pero sin nom- 
brar a la mujer respectiva.76 Estaban excusados de la pena de la calumnia presunta si después 
de la denuncia no se probaba la culpa, excepto en los casos de evidente malicia.?? 

En las normas de conducta fijadas en el tercer concilio provincial mexicano, se observa que 
el fiscal era un oficial con un fuerte margen de arbitrio. Se le requería proactividad, pondera- 
ción y prudencia en las decisiones, pero también rectitud (como no acusar o proceder contra 
los delitos leves cometidos hacía más de tres años y en las situaciones en que las partes ya 
estaban en paz), exigir la aplicación de multas a los reincidentes, agilizar las apelaciones, no 
abandonar las causas iniciadas, no establecer convenios o contratos ni recibir cualquier espe- 
cie de donaciones o regalos de las partes con pretexto de paga o para influenciar trámites y 
decisiones, no acusar o citar a un acusado sin que antes la parte autora depositara la respectiva 
caución, no proceder contra ningún clérigo sin que precediera pública infamia o prueba y 
hacerlo con circunspección eligiendo notario clérigo, certificar que las causas no habían con- 
cluido con información sumaria, anotar en el libro las causas iniciadas, seguir hasta el fin con 
celo y diligencia los pleitos y causas de su atribución y abstenerse de ayudar a los reos y acusa- 
dos, acompañar el juez eclesiástico en las visitas a la cárcel, para evaluar las condiciones de las 
prisiones y de los prisioneros, así como examinar los libros de entrada y salida de los presos 
en posesión del alcaide de la cárcel y dar cuenta al juez del estado de las causas pendientes.?8 

Así como los notarios y alguaciles, los procuradores fiscales sólo podían cobrar a las partes 
los emolumentos y derechos pertenecientes a su oficio y tasas de justicia fijadas en los códi- 
gos normativos. Este oficio no podía ser vendido ni arrendado, pero en razón de enfermedad 
o ausencia podía el fiscal, con aviso y concordancia previa del obispo, nombrar un teniente 
clérigo de su confianza para suplirlo en su oficio.?? 

En definitiva, por su carácter judicial de investigación y por el alcance de las conductas 
fiscalizadas, la existencia de este oficial es una prueba de que, al contrario de lo que durante 
muchos años la historiografía transmitió, este sistema jurídico eclesiástico no se basaba pri- 
mordialmente en la acusación de parte. Además de un sistema reactivo, era un sistema proac- 
tivo, donde la carga de la prueba no recaía solo en los ofendidos, sino también en la justicia, 
personificada en sus ministros. 





76 Tejapa Y RAMIRO (1855), Tomo V, Primer Concilio Provincial de Mejico, año 1555, Que nuestros fiscales 
no acusen á clerigo de adulterio con muger casada, viviendo el marido, sino fuere en los casos en esta 
constitución esceptuados, Pág. 168. 

77 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte II, Párrafo 8, No. 15, Pág. 201. 

78 Conc. III Mex., Libro I, Tít. 9 De officio Fiscalis et iure Fisci, $ 3-22; De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, 
$ 16. 

72 TRASLOSHEROS (2004), Pág. 29; DELLAFERRERA (1997), Págs. 154-159. 
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S. Solicitador o agente fiscal 


Igual a lo que sucedía en otros tribunales de la península ibérica, algunos de los que en Hispa- 
noamérica tramitaban un número importante de causas incluían dos agentes fiscales, uno de 
ellos promotor y otro solicitador, con atribuciones idénticas, aunque con la diferencia de que 
el solicitador tenía una tarea más práctica, dirigida al acto de solicitar la apertura de causas, 
teniendo el promotor funciones más genéricas, en el ámbito de la tutela de la jurisdicción 
eclesiástica. Cosa distinta sucedía en los tribunales de diócesis más pequeñas, donde solo ha- 
bía un fiscal, encargado de los dos tipos de funciones.80 

El solicitador o agente fiscal, diplomado en derecho, se encargaba de presentar en el tri- 
bunal las peticiones de las partes y del promotor fiscal de la audiencia. El promotor fiscal 
rubricaba las peticiones y el solicitador fiscal asistía personalmente a la audiencia eclesiástica. 
Frente a esta realidad, las funciones de ambos estaban estrechamente relacionadas.81 

En la práctica los solicitadores o agentes fiscales funcionaban como abogados del tribu- 
nal episcopal y, por eso, en los territorios del imperio español se les prohibía tomar para sí 
el patrimonio o abogacía de otros negocios.52 Según Cerdán de Tallada, en su famosa obra 
sobre las visitas a las cárceles seculares y eclesiásticas, en algunos tribunales existía la figura 
del solicitador de los presos, abogado o procurador clérigo que ejecutaba diligencias legales 
en nombre de los presos, en su presencia o ausencia. Por solicitar los negocios de estos era 
conocido como “padre de los miserables” Su salario era tasado de acuerdo con los aranceles 
de los tribunales seculares.83 


6. Repartidor 


Oficial común en las audiencias reales, el repartidor era un escribano responsable de la dis- 
tribución del servicio burocrático y jurídico de los tribunales (pleitos y los demás negocios 
tocantes a la justicia eclesiástica) por sus ministros (libelos, sumarios, pesquisas y otros). Ge- 
neralmente cada tribunal tenía el suyo y los episcopales, principalmente los que tenían que 
dar despacho a un número grande de causas, también necesitaban de alguien que desempe- 
ñase este oficio. Su salario era aportado por los respectivos tribunales.$4 

La exigencia e importancia de este oficio aumentaba en proporción al volumen de causas 
iniciadas. Llevaba un libro con el registro de todas las reparticiones de servicios a ejecutar, 
que debía mantener en secreto so pena de imponerle una sentencia que podía señalar penas 





80 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 9 De officio Fiscalis et iure Fisci, $ 11. 

81 SoLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro V, Cap. 6, Pág. 305, 4 23. 

82 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro V, Cap. 6, Pág. 305, 4 24. 

83 CERDÁN DE TaLLADA (1574), Cap. 6, 4 23, Págs. 70-71. 

84 Recopilación, Libro Il, Tít. 26, Ley 1 Que en las Audiencias haya Tassadores y Repartidores de los proce- 
sos, y se les pague el salario de gastos de justicia, Fol. 266v. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 19 


desde las pecuniarias a la suspensión de oficio y excomunión. El vicario general fiscalizaba su 
acción mediante un análisis del libro de repartición. Como ocurría con los demás ministros 
de las estructuras judiciales diocesanas, el oficio de repartidor presuponía responsabilidades 
morales, principalmente porque era su deber distribuir correcta y equitativamente el servicio 
disponible para cada notario y tasar el salario justo de acuerdo con las tareas o trabajos.85 


7. Alguacil mayor, alguacil o merino 


De acuerdo con las Partidas, alguacil era una palabra de raíz arábica que significaba aquel que 
debía prender y justiciar a los hombres por mandato de los jueces que juzgaban los pleitos.86 
El alguacil o merino era un ejecutor de órdenes judiciales dentro y fuera de la respectiva cir- 
cunscripción eclesiástica, funciones de las cuales tomó el nombre de “ejecutor de justicia” lo 
único con que aparece mencionado en los decretos del tercer concilio provincial mexicano. 
Para distinguirlo de los alguaciles de los tribunales de las diócesis sufragáneas, en el tribu- 
nal arzobispal este ministro tomaba el nombre de alguacil mayor. Algunas veces ocurría lo 
mismo en el tribunal episcopal con el objetivo de diferenciarlo del alguacil de las vicarías 
foráneas. Una vez admitidos al oficio debían jurar cumplirlo bien y fielmente y observar los 
decretos sinodales o conciliares vigentes.87 

Entre sus atribuciones se contaban las citaciones, cobrar las penas pecuniarias o multas, 
dar posesión de bienes raíces o muebles, hacer depósitos, secuestros o embargos de bienes, 
llamar a las personas ante el juez, traer reos de la cárcel seglar a la eclesiástica, y ejecutar las 
órdenes de prisión o captura. En los deberes de este oficio se incluía también denunciar todo 
lo que atentaba contra el funcionamiento correcto del tribunal, como por ejemplo los juegos 
prohibidos en la cárcel. También estaba prescrita su asistencia ordinaria a las audiencias, so 
pena de multas, salvo justo impedimento.88 

A pesar de tener un alguacil o merino, la justicia eclesiástica no podía llevar a efecto las 
providencias de arresto o prisión que hubiese dictado contra un lego sin obtener el auxilio 
del brazo secular, lo que debía hacerse no por requisitoria sino por petición con despacho ex- 
hortatorio instructivo y presentación de los antecedentes justificativos de la prisión. De esto 
se deduce que el alguacil o merino no podía remitir a una persona a prisión sin mandamien- 





85 Uno de los que hace mención a la importancia de la justicia distributiva y a los perjuicios en que in- 
currían sus infractores es Azpilcueta Navarro. Véase AzPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 17 Del 
septimo mandamiento, Y Del que impide bien ageno, Págs. 210-211. 

86 Las Siete Partidas, Partida II, Título 9 Qual deve el Rey ser a sus oficiales, e a los de su casa, e de su corte, 
e ellos a el, Ley 20 Quien es el que ha de fazer la justicia en la corte del rey. 

87 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 9 De oficio executoris ¡ustitiae, $ 1, 9 MurILLO VELARDE, Cursus luris Cano- 
nici, Libro IL Tít. 1 De los juicios, No. 2. 

88 PAsToRA Y N1ETO (1848), Tomo I, Pág. 59; Tejapa y RAMIRO (1855), Ordenanzas que se han de guardar en 
esta nuestra audiencia arzobispal y en toda esta provincia, Pág. 176; Arancel de los derechos que se han 
de llevar en esta nuestra audiencia arzobispal y provincia, Pág. 179. 
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to del juez bajo pena de incurrir en penas pecuniarias.52 En situaciones de flagrante delito de- 
bía detener al delincuente y presentarlo al juez antes de ponerlo en la cárcel, excluyendo los 
casos en que esto ocurría por la noche. Tampoco podía aprehender a los delincuentes fuera 
de la circunscripción eclesiástica donde ocurría el delito, sino después de enviar requisitoria 
solicitándolo al juez competente.20 

Según las disposiciones del primer concilio mexicano, era de su competencia (que repartía 
con el fiscal) soltar a los presos de la cárcel, aunque solo después de serle presentado el com- 
petente mandamiento de libertad, so pena del pago de penas pecuniarias que se agravaban 
según el grado de reincidencia. El tercer concilio provincial mexicano también reglamentó 
su perfil moral, determinando su obligación de cumplir diligentemente los mandamientos 
para aprehender, ejecutar o hacer cualesquier otras cosas relacionadas a su oficio, sin exce- 
derlos ni revelarlos en manera alguna a las partes y procediendo cautamente para no causar 
infamia a los clérigos. Por su trabajo solo debía percibir el valor fijado en los aranceles y 
ordenanzas, prohibiéndosele recibir dadivas o presentes directos e indirectos, por sí o por 
otro, de cualquier persona que con él hubiese de hacer libramiento en las cosas tocantes a sus 
oficios, salvo comida y bebida en pequeña cantidad ofrecidas, sin pedirlas, y solo después del 
despacho del proceso.?! 


8. Pesquisidores 


Los pesquisidores eran los ministros que hacían las pesquisas. Una pesquisa era una diligente 
inquisición y legítima investigación donde se inquiría sobre los delitos cometidos. Podía 
ser de dos tipos: general y especial. La general inquiría generalmente todos los delitos sin 
particularizar ninguno, ni los nombres de los delincuentes. La especial inquiría el delito y 
delincuente particular. Según disposiciones del derecho, en las causas criminales el juez en 
persona debía de examinar a los testigos. Sin embargo, para todas las demás causas e incluso 
cuando los testigos a examinar vivían en un territorio ajeno, era costumbre que el juez nom- 
brara un pesquisidor para que, asesorado con un escribano, se dirigiera al lugar e hiciera las 





82 Cedulario de Encinas, Libro II, Provisión que manda que los juezes eclesiasticos no puedan prender ni 
executar a ningun lego, mas de pedir el auxilio a las justicias seglares so pena de las temporalidades, Año 
de 530, Págs. 32-33; Conc. III Mex., Libro I, Tít. 11 De officio executoris iustitiae, $ 6, 8; MurILLO VELARDE, 
Cursus luris Canonici, Libro IL Tít. 3 De la presentación del libelo, No. 50; Recopilación, Libro 1, Tít. 10, 
Ley 12 Que los juezes y ministros eclesiásticos no prendan ni executen á ningun lego sin el auxilio Real, 
Fol. 48; Ley 13 Que el auxilio se pida en las Audiencias por peticion y no por requisitoria, Fol. 48. 

20 Conc. II Mex., Libro 1, Tít. 11 De officio executoris justitiae, $ 1; Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte 
III, Párrafo 11, No. 3, Pág. 208; No. 7, Pág. 208. 

21 Tejapa Y RamIRoO (1855), Ordenanzas que se han de guardar en esta nuestra audiencia arzobispal y en 
toda esta provincia, Pág. 176; Conc. III Mex., Libro I, Tít. 11 De officio executoris iustitiae, $ 2-7; AVEN- 
DAÑO (1668), Tomo I, Tít. IV, Cap. 21, $1 De Maioribus Alguacellis; AzprLcuETa, Manual de Confessores, 
Cap. 25 De las preguntas, Y Del author, acusador, denunciador y guarda, Págs. 535-537. 
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inquisiciones necesarias; una vez terminadas debía presentar al juez una relación escrita con 
sus averiguaciones.?2 

Los pesquisidores debían ser letrados, personas de buena fama y reputación, temerosos de 
Dios, honrados y guardados.? Generalmente se confiaba esta tarea a los notarios. Entre los 
criterios de nombramiento de los notarios receptores en las curias eclesiásticas del arzobis- 
pado de México, se valoraba la experiencia y sagacidad en examinar los testigos, idoneidad, 
conciencia timorata, fidelidad y discreción. 

Las pesquisas deberían llevarse a cabo con lealtad e imparcialidad, sin miedo de ninguno, 
ni ruego, ni precio. Si los pesquisidores no hacían la investigación adecuadamente incurrían 
en penas.25 En cualquier caso, debían examinar a los testigos en secreto, uno por uno y por 
separado, a tal grado que no eran válidas las declaraciones si no se hacían separadamente. El 
procedimiento era lógico: la examinación de varios a la vez podía entorpecer el conocimiento 
de la verdad.?6 


9. Notarios apostólicos/eclesiásticos, actuarios, escribanos y relatores 


Siguiendo a García Valverde, el notariado latino tiene sus raíces históricas en el derecho 
romano y su vigencia se pone de manifiesto en grandes compilaciones legislativas. Como 
resultado de algunas determinaciones pontificias surgidas en los siglos XI y XIV, pasó a ser 





22 Las Siete Partidas, Partida II, Título 17 De los pesqueridores que han poderio de recebir pruevas por si de 
su officio: maguer las partes non gelas aduxessen delante, Ley 1 Que quiere dezir pesquisa e a que tiene 
pro: e en quantas maneras se puede fazer la pesquisa; Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte IIL Párrafo 
10, No. 1-10, Págs. 205-207. 

23 Las Siete Partidas, Partida III, Título 17 De los pesqueridores que han poderio de recebir pruevas por si de 
su officio: maguer las partes non gelas aduxessen delante, Ley 4 Quales homes deven ser los pesquerido- 
res e quien non lo puede ser; Ley 8 Como devem ser honrados e guardados los pesqueridores; MURILLO 
VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 31 Del oficio del juez ordinario, No. 324. 

24 Conc. III Mex., Libro l, Tít. 10 De officio Notarii et de Fide instrumentorum, $ 28. En sus trabajos, donde 
utiliza los procesos canónicos del Archivo del Arzobispado de Córdoba, Dellaferrera documenta algunos 
casos de notarios que, autorizados por el juez, interrogaron a individuos acusados, DELLAFERRERA (1997), 
Págs. 151-182; DELLAFERRERA (2007), Pág. 749. 

25 Las Siete Partidas, Partida III, Título 17 De los pesqueridores que han poderio de recebir pruevas por si 
de su officio: maguer las partes non gelas aduxessen delante, Ley 12 Que pena merecen los pesqueridores 
sin non fizieren la pesquisa derechamente. 

26 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro IL, Tít. 20 De los testigos y sus declaraciones, No. 162. 

27 En el Codex Theodosianus, el Corpus luris Civilis y el Corpus Turis Canonici seu Ecclesiastici. Se encuentran 
prescripciones importantes al respecto en el título De fide instrumentorum de la compilación gregoriana 
que incluye además un texto de Gregorio l; en las decretales de Alejandro III, Celestino II, Inocencio TIL, 
Honorio III, y Gregorio IX; y en la Decretal Quoniam contra falsam, canon conciliar del Lateranense IV 
de 1215, como lo explica García VALVERDE (2010), Págs. 87-108. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 22 


posible el nombramiento episcopal de notarios, con carácter de notarios públicos y compe- 
tencias en la zona territorial de la provincia eclesiástica.?8 

La amplitud de sus competencias colisionó con las de los notarios públicos reales o de 
creación municipal, lo que motivó intervenciones legales, como sucedió en las Siete Partidas, 
que prohibían a los clérigos ser escribanos de cualquier consejo, obligándolos a la renuncia 
de los dichos cargos so pena de suspensión del beneficio.?2 Las cuestiones que acerca de este 
oficio quedaban por dilucidar en la normativa medieval suscitarían la atención de algunos 
de los concilios realizados durante los siglos XV y XVI, como los de Basilea (1431), Colonia 
(1549) y Trento (1545-1563), así como en las cortes celebradas durante los reinados de Carlos 
V, Felipe II y Felipe III. Se discutía principalmente la uniformidad de los derechos del nota- 
riado eclesial, su formación, la escrituración de sus acciones, los mecanismos de control del 
oficio y el arrendamiento de las notarías. También surgieron algunas disposiciones teniendo 
como destinatarios a los notarios apostólicos, no vinculados a ningún obispado y que podían 
actuar en cualquier lugar dentro del orbe cristiano. Por fin, la mayoría de los concilios ecle- 
siásticos provinciales celebrados en España e Hispanoamérica tras el tridentino expresaron 
intenciones de regular la figura de los notarios eclesiásticos y apostólicos poniendo en prácti- 
ca la doctrina de Trento. Pese a todas las iniciativas legales, con el paso de los años los notarios 
eclesiásticos siguieron actuando en el ámbito de sus amplias competencias. 100 

El oficio de notario consistía en redactar por escrito y en la forma prescrita determinados 
actos realizados en el tribunal eclesiástico y conservar todos los papeles y registros que le eran 
confiados. Asistía en los tribunales para dar testimonio y fe de las sentencias, decretos y otras 
disposiciones. También acompañaba regularmente al juez eclesiástico en las visitas a la cárcel. 
Esta “ciencia de las notas” se consideró de gran utilidad en el gobierno de las diócesis, espe- 
cialmente en la administración de la justicia, que implicaba la producción de documentos en 
cierta forma auténtica a través del juramento de los Santos Evangelios.10! 

Indistintamente de la forma en que hubieran sido designados, los notarios eran personas 
públicas que conferían plena fe o autenticidad a los documentos. Ninguna documentación 
tramitada en los tribunales hacía fe en el juicio si no hubiera sido hecha ante el notario. Ha- 
ciéndose eco de esta necesidad algunos concilios provinciales concibieron canones sobre esta 
materia, obligando a los obispos a establecer actuarios vel graffarios, curiales eclesiásticos que 





28 García VALVERDE (2010), Págs. 87-108. 

22 Las Siete Partidas, Partida 1, Título 6 De los clérigos e de las cosas que les son vedadas, Ley 45 Que los 
clerigos no deben ser fiadores, nin mayordomos, nin arrendadores, nin escribanos de Concejo, nin de 
señores seglares. 

100 Conc. IM Lima. Actio MI, Cap. 8 Officia Notarii et Fiscalis grátis conferenda, Fols. 52v-53; Conc. III Mex., 
Libro IL, Tít. 10 De officio Notarii et de Fide instrumentorum, $ 1-38; García VALVERDE (2010), Págs. 87- 
108. 

101 Conc. HI Mex., Libro L, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 17, 19; Tít. 10 De oficio Notarii et 
de Fide instrumentorum, $ 1. Martín de Azpilcueta escribió sobre los pecados mortales en que incurrían 
los que profanasen esos juramentos: AzPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 25 De las preguntas, Y De 
los escrivanos o tabeliones, Págs. 546-548. En el foro eclesiástico los notarios no utilizan ningún signo. 
MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 181-182. 
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serían clérigos o notarios célibes y versados en la escritura. Si un notario fuese condenado por 
una falsedad cometida en su notaría, los instrumentos hechos después de la condena serían 
nulos por ministerio de ley, porque condenado el autor, serían condenados sus escrituras, sus 
libros y sus obras.102 

Dentro de la denominación genérica de notarios hay dos tipos que es necesario diferenciar. 
Los notarios eclesiásticos eran designados por el obispo para la escrituración de los asuntos 
de la audiencia, curia episcopal y chancillería. Los notarios apostólicos eran nombrados por 
autoridad papal de dos formas: directa o delegada, o sea, mediante legados, arzobispos y obis- 
pos. A estos últimos se les concedía la delegación expresa como gracia, después de su súplica 
o petición, que les asignaba facultades para examinar la idoneidad y habilidades profesionales 
de los candidatos, así como recibir el juramento y colación a los escogidos.!0 Aunque en la 
documentación judicial eclesiástica se encuentran registros de su actividad en otros campos, 
los notarios apostólicos eran los oficiales a quien generalmente se encargaba el ejercicio de 
formular, expedir y conservar los actos de la jurisdicción contenciosa, o sea, en las vicarías.104 

En gran parte de las diócesis no hay evidencias documentales de la existencia de una nota- 
ría episcopal y otra capitular independientes una de otra, pero el recato y secreto que inspi- 
raban algunos actos judiciales, así como la calidad de algunos delitos, implicaba que algunos 
notarios solo estuviesen dedicados a la audiencia.105 El tercer concilio provincial mexicano 
estableció que en todas las curias eclesiásticas del arzobispado y provincia debían existir dos 
escribanos, idóneos, reservados, fieles, de conciencia timorata, con experiencia y práctica para 
ejercer el oficio de receptor. Su elección y nombramiento, a cargo del obispo o su oficial, 
precedidos de examen, tenía la duración de un año.!% En su obra sobre la práctica forense de 
los tribunales de España y de las Indias, Francisco Antonio de Elizondo también sostiene que 
asistían en las curias eclesiásticas unos curiales llamados notarios cuyos oficios eran honorí- 
ficos y ejercidos por unos con el nombre de mayores y otros de ordinarios o receptores, lo 





102 Las Siete Partidas, Partida II, Título 19 De los escrivanos e quantas maneras son dellos e que pro nasce de 
su oficio quando lo fizieren lealmente, Ley 1 Que quiere decir escribano; MurILLO VELARDE, Cursus luris 
Canonici, Libro Il, Tít. 19 De las pruebas, No. 139; Libro IL, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 178, 
192; Libro V, Tít. 37 De las penas, No. 345; PastoRA Y NiETO (1848), Tomo IV, Págs. 54-57. Sin embargo, en 
las regiones apartadas donde no había notario para dar fe, o frente al impedimento del único existente, el 
juez de comisión o pedáneo podía hacer la redacción ante dos o tres testigos, DELLAFERRERA (1997), Págs. 
151-182. 

103 AvenDaAÑo (1668), Tomo Il, Tít. XIII, Cap. 6, $ 5 Non posse oficia vendere quibus in sui muneris executio- 
ne iuuantur; García VALVERDE (2010), Págs. 87-108. 

104 Los notarios eclesiásticos ejercían muchas funciones, hasta el punto de que se les encargaron ciertas di- 
ligencias en la tramitación de los asuntos como simples subalternos, llegando a ejecutar pregones. Véase 
DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. Habrá que distinguirlos de los protonotarios. Estos no ejercían su 
oficio en las audiencias episcopales pues eran notarios apostólicos de un rango superior al general de 
estos oficiales. PASTORA Y N1ETO (1848), Tomo IV, Págs. 218-219. 

105 OLIVARES TeroL (1994), Págs. 103-125. 

106 Conc. HH Mex., Libro L, Tít. 10 De officio Notarii et de Fide instrumentorum, $ 1,28. 
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que se puede fácilmente comprobar en los procesos judiciales. Asimismo, en algunas vicarías 
foráneas los notarios eran llamados receptores.107 

Los notarios ordinarios o escribanos llamados receptores no podían ser delatores en nin- 
guna causa. Les incumbíia, principalmente, recibir las distintas pruebas, informes y otras co- 
misiones fuera de las capitales en las que residía cada audiencia. Se les encargaba el acto de 
examinar por sí mismos a los testigos, escribiendo por su propio puño lo que declarasen. Los 
receptores comisionados para pasar a algún lugar a recibir alguna prueba tenían que prestar 
juramento ante el notario, de desempeñar bien y fielmente la respectiva comisión, guardando 
justicia a ambas partes y no percibir cosa alguna fuera de su salario. Sus ingresos eran estipu- 
lados según la distancia y el trabajo efectuado. Podían ser eclesiásticos o laicos. Era práctica 
habitual en algunas diócesis destinar a un eclesiástico ordenado ¿n sacris para las informacio- 
nes referentes a causas criminales de clérigos, claro resquicio de los notarios episcopi de la alta 
edad media. Sin embargo, en otras, como en Tucumán, frecuentemente eran laicos los que 
asistían a los procesos civiles y criminales contra clérigos, firmando y rubricando con el solo 
agregado de “notario público”.108 

De acuerdo con las Decretales, los tabeliones ejecutaban las funciones de notarios o de 
escribanos a la vez. Al contrario de lo que ocurría con los notarios apostólicos, los clérigos or- 
denados ¿a sacris no podían ejercer passim tabelionatus officium. En algunos tribunales existían 
relatores, ministros que recogían en breve narración lo substancial del proceso, para referirlo 
al juez. Solo los jueces superiores podían tener relatores, los cuales, según Hevia de Bolaños, 
no podían ser abogados. 102 

Según establecía el concilio de Trento,!1% era necesario realizar exámenes para comprobar 
la pericia y el conocimiento de la praxis notarial en los candidatos a ocupar un puesto de 
notario o de los que ya traían su título expedido por la cancillería vaticana y pretendían asen- 
tarse en un obispado o arzobispado. No podían ejercer su oficio sin que antes presentasen 
al obispo o su provisor el título de su notariado y la facultad que lo había creado. También 
se les requería juramento con promesa de fidelidad y obediencia a los obispos y sus jueces, 
así como cumplimiento de los decretos sinodales. A las contravenciones se imponían penas 
pecuniarias y de prisión. 111 





107 “En las demás ciudades, villas y lugares ha de haber un notario con título de receptor, ante quien los 
jueces foráneos atúen y fulminen las causas que se le ofrecieren”: Sínodo Diocesana (1844), Pág. 33; ELtr- 
ZONDO (1764), Tomo IV, Págs. 408-409; DELLAFERRERA (2007), Págs. 750-751. 

108 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 181; Conc. 
TIT Mex., Libro L Tít. 10 De officio Notarii et de Fide instrumentorum, $ 16, 19-34; CABEZA RODRÍGUEZ 
(1991), Págs. 43-44; DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. 

109 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 6, No. 9, Pág. 35; Párrafo 18, No. 3, Pág. 95; MURILLO 
VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 37 Del postulante o abogado, No. 374; Libro II, Tít. 1 De los 
juicios, No. 2. 

110 Lopez DE AYaLa (1857), Pág. 263. 

111 Conc. HI Mex., Libro L, Tít. 10 De officio Notarii et de Fide instrumentorum, $ 2; TEjaDA Y RAMIRO 
(1855), Ordenanzas que se han de guardar en esta nuestra audiencia arzobispal y en toda esta provincia, 
Pág. 176; Copo BETrANcourT/CoBo (2018), Pág. 449. La realización del examen debía ocurrir incluso en 
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En varios concilios y en algunas cédulas publicadas en Indias se encuentran recomen- 
daciones para que no tomasen dádivas de los litigantes, ni comiesen con ellos o albergasen 
en sus casas y de sus parientes, así como indicaciones para que fijasen moderadamente sus 
derechos en los juzgados eclesiásticos.!12 Solo podían cobrar a las partes las tasas fijadas en 
los aranceles (papel, plumas, tinta, cera, sello, etc.), que no podían ser más altas en las vicarías 
que en los tribunales metropolitanos. Además, para que no se excedieran al exigir honorarios 
inmoderados, se estableció que en el proceso y demás escrituras anotasen y firmasen cuánto 
recibían de las partes por sus derechos.113 El 12 de enero de 1574, por ejemplo, se concluyó 
y despachó una cédula regia para la provincia de Tierra Firme (territorios septentrionales 
de América del Sur y litoral caribeño), que afirmaba conocer los abusos que practicaban los 
notarios de ese territorio en los derechos que llevaban en los negocios eclesiásticos por falta 
de aranceles. Para solucionar la situación se determinó el cumplimiento de las cantidades 
establecidas en los aranceles y ordenanzas para los escribanos reales que residían en la dicha 
provincia.!14 Lo mismo puede leerse en las constituciones sinodales del segundo sínodo de 
Santa Fe de Bogotá, promulgadas el 2 de septiembre de 1606. Informado el arzobispo de los 
abusos y desórdenes acerca de los derechos cobrados por los notarios en las audiencias del 
arzobispado, mandó incluir en las constituciones un arancel sacado del arancel real vigente 
en el Nuevo Reino de Granada.!15 

Entre los autores eran distintas las opiniones sobre quién podía acusar y visitar a los nota- 
rios o actuarios, autores de estas “gabelas” como eran conocidas las demasías en las cobranzas. 
Según Solórzano Pereyra, de esos delitos debían conocer los jueces de las respectivas curias 
eclesiásticas, a menos que esos oficiales poseyesen villas y lugares con señorío y jurisdicción 
en lo temporal. Solórzano Pereyra añadía al respecto que para que estos notarios eclesiásticos 
se ajustaren más a sus obligaciones, y los que eran clérigos no se embarazaren en negocios del 
siglo, el derecho canónico y leyes de España ordenaban que todos debían ser seculares, salvo 





periodo de sede vacante. Véase Archivo Histórico Diocesano de San Cristóbal de las Casas, Provisorato, 
Carpeta 4147, Expediente 27, Ficha 33473. 

112 Cedulario de Encinas, Libro II, Cedula que manda que los notarios lleven los derechos triplicados con- 
forme al aranzel, Año de 568, Pág. 371; Cedula que manda la audiencia de los Reyes que vea el arancel 
que esta mandado dar de los derechos que han de llevar los juezes, escrivanos y notarios, y cedulas para 
ello dadas, y hagan que se guarden y cumplan, Año de 586, Pág. 371; Cedula que manda que los notarios 
en el llevar de los derechos de los autos y escrituras que hizieren guarden los aranceles que para ello tie- 
nen, Año de 568, Págs. 371-372; Cedula que manda que los notarios del nuevo Reyno lleven los derechos 
triplicados conforme a los aranzeles destos reynos y no mas, Año 568, Pág. 372; Cedula que manda al 
Virrey del Peru provea como los notarios eclesiasticos exhiban el arancel que tienen para los derechos 
que llevan y lo embien al Consejo, Año de 591, Pág. 372; Conc. III Mex., Libro I, Tít. 10 De oficio Notarii 
et de Fide instrumentorum, $ 24, 36. 

113 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo II, Libro IV, Cap. 8, Pág. 60, Y 40; MurILLO VELARDE, Cursus 
luris Canonici, Libro Il, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 181-182. 

114 Cedulario de Encinas, Libro II, Cedula que manda que los notarios apostólicos de la provincia de Tierra 
firme lleven los derechos de los negocios que ante ellos passaren como los escribanos reales, Año de 574, 
Págs. 370-371. 

115 Coo BeraNcourT/Cobo (2018), Págs. 281-288. 
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en los casos relacionados con cosas espirituales o mere eclesiásticas.11é6 De hecho, también 
Murillo Velarde sostenía que bien podía ser notario un clérigo cuando había sido constituido 
para las cosas eclesiásticas, pero no podía exceder los límites de su poder ni ejercer su oficio 
en negocios no contenidos en su concesión.117 

Los diversos concilios publicaron determinaciones que configuraron el desempeño ideal 
del oficio de notario, como ordenar y juntar los escritos o actuaciones para no mezclar y con- 
fundir las causas; poseer un libro para registro de las condenas y ubicar en el pie de todas las 
escrituras, las tasas y derechos que por cada una llevaban; no entregar a las partes litigantes o 
abogados, sino por orden de los jueces, ni las copias o las escrituras originales de los procesos, 
ni los testimonios o traslados; entregar a la parte solo los mandatos ejecutorios, decretos de 
posesión, órdenes de secuestro y exhibición de prenda; redactar las sentencias por sus propias 
manos y no revelar a ninguno las aún no publicadas; recibir solo los escritos firmados por 
la parte o abogado conocido; presentar en los procesos solo las copias confrontadas con los 
originales; llevar protocolo de todos los autos y escrituras formadas ante ellos; no inducir a 
las partes a nombrar procuradores contra su voluntad; asistir personalmente a la ejecución de 
las penas y de las penitencias solemnes. Se imponía también a los notarios de las audiencias 
arzobispales la existencia de un libro para asentar los negocios llegados a la cámara en grado 
de apelación. El incumplimiento de estas funciones daría lugar a multas para repartir entre 
los pobres y suspensiones de oficio al albedrío del ordinario.!18 

En definitiva, el número de notarios o escribanos era variable, dependiendo del volumen 
de causas en trámite en las audiencias. Eran tantos cuanto aconsejaba la necesidad para el 
pronto despacho de los asuntos. Estructuras más complejas y con jurisdicción sobre un terri- 
torio más amplio, como las de los tribunales metropolitanos, necesitaban de más notarios en 
comparación con los juicios de las diócesis sufragáneas. 


10. Secretarios 


Secretarios eran los ministros que en los tribunales eclesiásticos ejercían la escritura de los 
actos relacionados con la jurisdicción graciosa y voluntaria de los jueces. El nombre viene 
del deber de guardar el secreto de los actos que redactaban. Si solo servían al juez tomaban 
el nombre de secretarios, pero si trabajaban en los demás actos jurídicos que corrían en el 
tribunal eran más frecuentemente llamados notarios o escribanos.!1? 





116 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro IV, Cap. 8, Pág. 60, 9 41-44. 

117 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro Il, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 178. 

118 Conc. Trid., Sesión 24, Cap. 20, Decretum De Reformatione; Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 10 De officio 
Notarii et de Fide instrumentorum, $ 3-13; Tejapa y Ramiro (1855), Ordenanzas que se han de guardar 
en esta nuestra audiencia arzobispal y en toda esta provincia, Pág. 176. 

119 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 22 De la fe de los instrumentos, No. 178, 182. 
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El concilio de Trento estableció lo que podían percibir los secretarios de los obispos por 
los actos de secretaría, no pudiendo tomar más, sin pecado y aún sin hacerse sospechosos de 
simonía, al exigir una cosa temporal con motivo de una espiritual. Si la secretaría o el propio 
tribunal no producían lo suficiente para sostenerlo, el obispo lo dotaría de su propia renta.120 

Tal como ocurría con los notarios apostólicos, en algunas provincias los secretarios estaban 
obligados a poner en el pie de todas las escrituras de cualquier calidad las tasas y derechos 
que por cada una llevaban. Cuando dejasen su oficio entregarían en el archivo del prelado los 
registros de su actuación como secretarios.121 


11. Tesorero, depositario o tasador 


El tesorero o depositario ejercía un oficio de suma importancia ya que administraba los di- 
versos fondos del tribunal (fianzas, penas pecuniarias, multas, tasación de costas y honorarios, 
embargos o secuestros de bienes y restituciones). A menudo escasos, los recursos judiciales 
procedían principalmente de las penas pecuniarias. A expensas de ellos se resarcía a gran 
parte de los ministros. Se exigía, por esta razón, una recta administración de los gastos de jus- 
ticia. Contar y fijar las cuentas en los libros era un acto de responsabilidad que implicaba una 
fiscalización para garantizar que no hubiera abusos, fraudes o desaparición de dinero.!122 Gran 
parte de las visitas generales internas al tribunal prestaban una atención muy considerable a 
las cuestiones económicas. 123 

Pocas referencias son conocidas sobre este oficial en los códigos normativos y en la docu- 
mentación producida por los tribunales arzobispales y episcopales de Hispanoamérica. Entre 
las determinaciones del tercer concilio provincial mexicano se encuentra mencionado en el 
título concerniente a la prohibición del juez para conservar en su poder el dinero de mul- 
tas aplicadas a obras pías. Según el señalado decreto, el dinero de las multas y fianzas debía 
entregarse al notario, quien, a su vez, lo entregaría al “tesorero ó depositario nombrado por 
el obispo en su tribunal” Más adelante, otro párrafo lo menciona atribuyendo a su oficio la 
incumbencia de administrar el fondo del fisco, o sea, aprontar el dinero necesario para hacer 
el gasto a los testigos llamados a declarar en las causas en que se procedía de oficio (cuando el 
autor era el tribunal). Por su parte, la legislación de la arquidiócesis de Santafé dejaba claro 
que este oficio era desempeñado por un notario, ya que en el arancel de los derechos de los 





120 PasTORA Y NIETO (1848), Tomo IV, Pág. 278. 

121 Tejapa Y RAMIRO (1855), De los derechos que han de llevar los jueces y notarios de nuestra audiencia, y 
alguacil y carcelero y portero, Págs. 170-171. 

122 Conc. III Mex., Libro L, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 10. En este código normativo solo 
se hace mención a un “libro del depositario” pero es presumible que los tesoreros o depositarios de los 
tribunales con jurisdicción sobre un territorio más amplio y un volumen de causas más grande tenían 
más de un libro para tratamiento distinto de los diversos fondos y cuentas. 

123 Gouveia (2009). 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 28 


notarios se incluía un cuantitativo para la tasación de las costas y los decretos tocantes a sus 
incumbencias. Además, se hacía referencia a un libro de los salarios y vencimientos que estos 
notarios tasadores debían guardar en el archivo.124 


12. Alcaide de la cárcel y carcelero 


Aprobada por todos los derechos (divino, natural, canónico, civil, municipal y particular), 
la cárcel empezó por existir no para castigo sino para custodia y guarda de los reos mientras 
se tramitaban sus respectivos procesos.125 Disposición antigua, que primó tanto en las leyes 
como en la doctrina y en el estilo judicial, ya se encontraba presente, por ejemplo, en las 
Partidas y hallaba su correspondencia en el Degesto.126 Desde tiempos antiguos el instituto 
de la cárcel preocupó a juristas y legisladores, mereciendo comentarios y glosas por parte de 
autores que se volvieron en referencias de autoridad en la materia.!27 Más tarde serían reto- 
madas también por Alfonso de Castro, Diego de Covarrubias y Leyva, Martín de Azpilcueta, 
Antonio Gómez, Tomás Cerdán de Tallada, Bernardino de Sandoval, Antonio de la Peña, 
Diego de Simancas, Jerónimo Castillo de Bobadilla, Cristóbal de Chaves y Lorenzo Mateu y 
Sanz, de gran influencia en los territorios americanos. Con el tiempo, la costumbre derribó 
la norma, verificándose una utilización frecuente de la cárcel como una pena con la cual los 
fueros de justicia intentaban escarmentar delitos de menor cuantía.!28 

Algunos tribunales episcopales no tenían sus propias estructuras carcelarias. En estos casos, 
después de requerir la competente autorización, encarcelaban a sus reos en las prisiones secu- 
lares, y pagaban al personal carcelario de acuerdo con los aranceles establecidos. En la dióce- 
sis de Tucumán (Córdoba), el lugar de la prisión siempre fue la real cárcel que tenía una sala 
de declaraciones donde el juez eclesiástico, con la debida autorización, interrogaba a los reos. 
Los religiosos y beatas eran encarcelados en los conventos de su orden y los clérigos, según los 
casos, eran encarcelados en domicilio propio o de un particular, dándoseles por veces la ciu- 
dad como cárcel y otras el Real Colegio Seminario o la Residencia de la Compañía de Jesús. 





124 Conc. III Mex., Libro l, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, $ 11, 15. El arancel de la arquidiócesis 
de Santa Fe, de 1556, fijaba 2 tomines para la tasación y el de 1606 determinaba la cuantía de 40 marave- 
dís para el mismo trabajo. Véase Coño BEraNcourT/CobBo (2018), Págs. 134, 282, 455-456. 

125 CERDÁN DE TaLLADA (1574), Cap. 2, 4 4, Pág. 29. 

126 Las Siete Partidas, Partida IL, Título 26 De la parte que los omes deven aver de lo que ganaren en las 
guerras, Ley 17 Que en las assonadas non deve prender un home a otro para llevarlo a su prisión, nin 
matarlo, después que fuere vencido, nin destorpallo; Las Siete Partidas, Partida VII, Título 29 De como 
deven ser recabdados los presos, Ley 11 Que pena merecen los guardadores de los presos si les fizieren 
mal, o desonrra, por malquerencia que les ayan, o por algo que les prometan; Las Siete Partidas, Partida 
VIL Título 31 De las penas, Ley 4 Quantas maneras son de pena. 

127 Como Acursio, Azon, Alciato, Bartolo, Baldo, Tiberio Deciano, Farinacio, Julio Claro, Juan Andrés y 
Nicolás de Tudeschi (el Abad Panormitano). 

128 Conc. II Mex., Libro IV, Tít. 1 De sponsalibus et Matrimoniis, $ 3. Más ejemplos en AspELL (2008). 
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El auto de prisión de Gabriel Suasola, clérigo de Córdoba, escrito el 16 de junio de 1699, des- 
nuda la realidad. Después de alegar que el tribunal carecía de cárcel propia y ministros para 
ejecutar prisiones, el juez hizo constar que el alcalde ordinario encerró el reo, delatado por 
desacatos y desobediencia a la autoridad eclesiástica, en un cuarto de los almacenes de una 
iglesia, atándole un cepo a uno de los pies, acabando el preso por escapar.!22 

El alcaide de la cárcel o carcelero, también llamado “príncipe de la Cárcel” individuo lego, 
era el oficial responsable de la cárcel del tribunal.!30 Vigilar y guardar bien y fielmente los 
presos, leyes y ordenanzas que disponían sobre este asunto, eran las funciones primordiales 
de este oficial.131 Con intención de unificar prácticas, tanto las Partidas como los decretos del 
tercer concilio provincial de México y las disposiciones de la Recopilación de Leyes de Indias 
dedicaron algunos títulos a normar la cárcel, de acuerdo con los cuales los carceleros debían 
poseer libros para asentar los nombres de los presos, quién los había mandado prender, así 
como la razón y fecha de la prisión. De esta relación escrita debían rendir cuentas al juez con 
alguna frecuencia. Se les encargaba la residencia en el mismo edificio de la cárcel, mandar 
barrerla y tenerla provista de agua limpia. Se les exigía tratar bien a los presos, no servirse de 
indios y soltar a los despachados que no podían por su pobreza soportar las costas y derechos 
de justicias.132 

Tal como había resuelto el tercer concilio provincial mexicano, los alcaides de las cárceles 
eclesiásticas estaban obligados, en el territorio de esa provincia, a cuidar diligentemente para 
que las mujeres permaneciesen separadas de los hombres, los presos no tuviesen armas defen- 
sivas y ofensivas, la cárcel se mantuviese cerrada y los presos debidamente custodiados, y en 
los domingos y días de fiesta se celebrase la misa.133 

Se les prohibía expresamente recibir regalos en dinero o en especie por parte de los presos, 
apremiarlos o disminuir o dar soltura a sus prisiones, ni prenderlos o soltarlos sin manda- 
miento, bajo las penas establecidas por el derecho para los jueces que recibían dádivas. No 
estaban autorizados a tratar con los reclusos, comer y jugar con ellos, consentir juegos en la 
cárcel, ni tolerar deshonestidades entre presos. Pedir dinero, solo para comer y carcelaje, si 
bien en este último caso no podían quitar los vestidos a los presos en calidad de derechos de 





129 DELLAFERRERA (2007), Págs. 717,734, 740, 916-917; GUTIÉRREZ ARBULU (1997), Pág. 178. 

130 Recopilación, Libro I, Tít. 12, Ley 1 Que ningun Clerigo sea Alcalde, Abogado, ni Escribano, Fol. 51v; 
CERDÁN DE TALLADA (1574), Cap. 6, 4 12, Pág. 65. 

131 Recopilación, Libro VII, Tít. 6, Ley 11 Que los Alcaides y carceleros visiten las Carceles, presos y prisiones 
todas las noches, Fol. 291v. 

132 Las Siete Partidas, Partida VII, Título 29 De como deven ser recabdados los presos, Ley 8 Como el carcele- 
ro mayor debe dar cuenta cada mes una vez de los presos que tuviere en guarda a aquel que gelos manda 
guardar; Conc. III Mex., Libro L, Tít. 12 De oficio Custodis et Custodia Reorum, $ 6-7; Recopilación, 
Libro VIL Tít. 6, Ley 6 Que los Carceleros tengan libro de entrada, y no fien las llaves de Indios, o Negros, 
Fol. 291v; Ley 7 Que los alcaides residan en las cárceles; Ley 8 Que los carceleros tengan la Carcel limpia, 
y con agua, y no lleven por ello cosa alguna, ni carcelaje a los que esta ley ordena, Fol. 291v; Ley 9 Que 
traten bien a los presos, y no se sirvan de los Indios; Ley 16 Que los pobres no sean detenidos en la prisión 
por costas, y derechos, Fol. 291v y 292. 

133 Conc. IM Mex., Libro I, Tít. 12 De oficio Custodis et Custodia Reorum, $ 1-4. 
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carcelaje y costas de las justicias.134 El alcaide recibía una cantidad fija por cada carcelaje, que 
constaba en el arancel de los derechos que debía estar consultable en un lugar público de la 
cárcel.135 

Las Partidas regulaban las situaciones de los alcaides de la cárcel que auxiliaban a los presos 
o eran negligentes en sus fugas.136 La cárcel y el carcelero eran sujetos a visita o acción de 
fiscalización del obispo o del oficial que lo representaba, ocasión en la cual debía presentarle 
una lista de los presos custodiados.!37 Las conductas, prácticas o acciones contrarias a sus 
obligaciones eran comúnmente castigadas con penas pecuniarias y suspensión de oficio. 138 
La situación de inseguridad de las cárceles indianas, muchas veces acopladas a edificios des- 
truidos, necesitados y desguarnecidos, donde frecuentemente los presos emprendían los más 
rocambolescos planes de evasión, dificultaban muchísimo la consecución cabal del oficio de 
los custodios, volviéndolos vulnerables en el juego entre los espacios del control y del desgo- 
bierno. 132 


13. Portero 


El portero era el oficial a quien se encargaba la vigilancia del edificio de la audiencia. Su fun- 
ción era semejante a la de los ujieres, incluyendo limpieza y reparaciones. Cuidaba de guardar 
la puerta y de que sólo entraran las personas que debían por sus oficios o motivos. Por esta 
razón podía retener a las personas sin usar violencia bajo pena de cometer delito punible.140 
Tenía otras incumbencias en el tribunal, como citar a las partes por mandato del juez de la 
causa y realizar pregones. Su salario era aportado por las partes o por el tribunal.141 





134 Conc. MI Mex., Libro l, Tít. 12 De officio Custodis et Custodia Reorum, $ 6, 10; Recopilación, Libro VII, 
Tít. 6, Ley 10 Que los Carceleros no recivan de los presos, ni los apremien, suelten, ni prendan, Fol. 291v; 
Leyes 12 y 13 Que los Alcaides, y Carceleros no contraten, coman, ni juegen con los presos; Que los 
Carceleros no consientan juegos, ni vendan vino por mas de lo que valiere, ni lleven carcelaje á pobres, 
Fols. 291v y 292; CERDÁN DE TALLADA (1574), Cap.7, Y 8-9, Págs. 76-77; Y 18-20, Págs. 81-83; Cap. 15, 4 1-3, 
Págs. 236-240. 

155 Tejapa Y RAMIRO (1855), Arancel de los derechos que se han de llevar en esta nuestra audiencia arzobis- 
pal y provincia, Pág. 179; Conc. HI Mex., Libro 1, Tít. 12 De officio Custodis et Custodia Reorum, $ 9; 
Recopilación, Libro VII, Tít. 6, Ley 14 Que los Carceleros lleven los derechos, conforme a los aranceles, 
Fol. 292. 

136 Las Siete Partidas, Partida VIL Título 29 De como deven ser recabdados los presos, Ley 14 Que pena me- 
rescen aquellos que por fuera sacan algun preso de la cárcel, o de la prision. 

137 Conc. IM Mex., Libro 1, Tít. 12 De officio Custodis et Custodia Reorum, $ 5, 11; D1 Chuivasso (1534), 
Fol. 41, 9 6; CrispIno (1695), Parte II, $ 33, Págs. 309-310, Y 1-12. 

158 Recopilación, Libro VII, Tít. 6, Ley 17 Que a los presos pobres no se quiten prendas por carcelaje y costas, 
Fol. 292; Ley 18 Que los pobres no sean apremiados a dar fiador por costas, ni carcelaje, Fol. 292v. 

132 De tales problemas AsPELL (2008) hace una reconstitución detallada y profunda. 

140 AzpILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 27 De las censuras, Y Los que se pueden absoluer de la desco- 
munion incurrida, por injuria liuiana, y mediana, y no atroz, o enorme son estos, Págs. 676-677. 

141 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 12, No. 15, Pág. 68. 
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14. Alcalde pedáneo y de aldea e indios alcaldes 


Con el propósito de agilizar la administración de justicia y mejor gobierno de los obispados 
y arzobispados, existían estructuras, ministros y oficiales repartidos por los territorios más 
apartados, originando una división administrativa de las diócesis compuesta por provincias 
y partidos superentendidos por jueces mencionados de distintas formas según los lugares y 
cronologías: vicarios foráneos (algunas veces llamados deanes rurales), jueces pedáneos, jue- 
ces comisarios, vicarios provinciales y vicarios ¿n capite.1*2 En Oaxaca, por ejemplo, el cabildo 
indígena tenía ciertas prerrogativas en asuntos eclesiásticos y oficiales destinados a vigilar el 
comportamiento y velar por la ortodoxia de esas poblaciones, como el tequitlato, topil y fiscal 
de iglesia.14 Además de estos oficiales, con el objetivo de extender el brazo judicial a las al- 
deas, existían oficiales propios, generalmente un alcalde pedáneo, un fiscal y un escribano. 144 
La creación de estos oficios refleja la adaptación de la justicia eclesiástica a la realidad de His- 
panoamérica, formando parte de un conjunto más vasto de preocupaciones relacionadas con 
los indígenas cristianos que dieron lugar a privilegios y políticas proteccionistas.145 

Durante los tiempos modernos prevaleció en Hispanoamérica el aforismo político que 
instruía, con referencia a los indios, que “ningunos son peores para mandar que aquellos a 
quien la naturaleza crió para obedecer y servir” Sin embargo, los cacicazgos conservaron sus 
oficios antiguos de justicia y gobierno. Además, en el conjunto de oficiales que servían la jus- 
ticia eclesiástica existían indios, escogidos para ejercer oficios con jurisdicción sobre las cau- 
sas de menor cuantía. Los alcaldes pedáneos y de aldea, generalmente nombrados entre los 
caciques principales, eran jueces indios que actuaban en guardianías, prioratos o doctrinas, 
pequeños pueblos o lugares reducidos. Respecto a sus funciones, los indios alcaldes existían 
para cumplir lo que las justicias les mandasen. Solórzano Pereyra señalaba que en los pueblos 
con menos de 40 casas debía existir un alcalde pedáneo anual, indio; un alcalde y un regidor 
en los pueblos que llegaban a 40, y en los que traspasaban el número de 80 era necesaria la 
existencia de dos alcaldes y dos regidores, a elegir en presencia de los curas.!146 

En tiempos más remotos, los jueces nocionales o pedáneos, también designados oidores, 
solo tenían noción o conocimiento sin jurisdicción. Obligatoriamente legos y generalmente 
no letrados estos jueces eran designados “pedáneos” por juzgar de pie.147 Más tarde, fueron 
denominados alcaldes rurales o, en Hispanoamérica, alcaldes de aldea. Estos jueces solo po- 
dían conocer causas de cantidades pequeñas, cuyo valor, variable, generalmente no pasaba 





142 ZapaLLa BEascoEcHEA/LANCcHaAs SÁNCHEZ (2014), Págs. 62, 190-191; TRASLOSHEROS (2014), Págs. 50-51; 
TRASLOSHEROS (2004), Págs. 47-51; Garza MARTÍNEZ/PÉREZ ZEVALLOS (2007), Pág. 146; Ruz (2004), Págs. 
177-185. Según el canonista franciscano Lucio Ferraris la designación de “foráneo” se aplicaba a los mi- 
nistros que ejercían su ministerio fuera de la ciudad donde estaba localizada la silla episcopal, FERRARIS 
(1772), Tomo IX, Págs. 91-93. 

143 ZapaLLa BEASCOECHEA (2010a), Pág. 36. 

144 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo 1, Libro IL, Cap. 24, Pág. 189, 4 49, 53. 

145 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 1, Sec. 1-8. 

146 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo l, Libro II, Cap. 24, Pág. 189, 9 54; Cap. 27, Pág. 202, Y 8, 12. 

147 Recopilación, Libro I, Tít. 12, Ley 1 Que ningun Clerigo sea Alcalde, Abogado ni Escrivano, Fol. 51v. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 32 


de la cantidad de 600 maravedíes, como las faltas a la misa en el día de fiesta, la embriaguez, 
y otras semejantes; delitos menores que eran sancionados con pequeñas penas como un día 
de prisión y algunos azotes. Sin embargo, el hecho de su residencia en lugares remotos y la 
ocurrencia de casos judiciales que exigían una rápida actuación de la justicia llevaron a que se 
les permitiera, por su condición de pedáneos, prender indios, negros y mestizos en los delitos 
graves. Las adaptaciones a cada caso fueron la conducta dominante. La jurisdicción de estos 
ministros que ejercían fuera de la ciudad donde estaba la silla episcopal era como el obispo 
quería concedérsela, de donde se seguía que en unas diócesis tenían más autoridad que en 
otras.148 

De cualquier forma, los indios alcaldes ejercían en las provincias de las Indias una impor- 
tante acción de vigilancia y su jurisdicción también se destinaba a inquirir, prender y traer a 
los indios delincuentes a la cárcel del pueblo de españoles de determinado distrito, encami- 
nándolos para el tribunal eclesiástico superior donde se procedía contra los delitos más gra- 
ves que, según las palabras de Solórzano Pereyra, no serían muchos, ya que contra los indios 
se debía proceder breve y sumariamente así como moderarles las penas, usando más de oficio 
de padres que de jueces severos “hasta que se hallen mas capaces de razon y mas arraygada en 
la Fé esta pobre gente”142 

Algunos de estos alcaldes pedáneos no eran asistidos por notarios. Sin embargo, la fe de 
los actos de justicia que llevaban a cabo era garantizada con la citación de dos o tres testigos, 
dejando constancia de su presencia y haciéndolos a todos firmar el acta correspondiente. 150 
Todo aquello que llevasen de más de lo que estaba dispuesto en los aranceles de los obispados 
para retribuir su trabajo (o, no habiéndolo en el arancel de Castilla), tenían que restituirlo a 
los indios.151 


15. Balance historiográfico 


Los tribunales de curia diocesana son instituciones que han sido escasamente estudiadas a lo 
largo de todo su proceso histórico. Las referencias historiográficas que pueden encontrarse 
son exiguas, apenas contamos con algunas monografías y artículos, pero no con visiones de 
conjunto. A los ministros de esos tribunales, estudiados en este artículo, la historiografía ha 





148 Caparros (1807), Págs. 55-57; PASTORA Y NIETO (1848), Tomo IV, Pág. 348. Además, se sabe que en His- 
panoamérica los obispos otorgaron a sus ministros facultades que les estaban reservadas. El obispo de 
Oaxaca fue uno de los que lo hizo. En los años de 1776, 1780, 1782 y 1786, periodos de jubileo y epide- 
mias, otorgó a los curas jurisdicción especial para juzgar en el fuero de la conciencia herejía, apostasía e 
idolatría de los indios. Véase ZaBALLa BEASCOECHEA/LANCHAS SÁNCHEZ (2014), Pág. 63. Otros ejemplos 
en: GUIBOVICH PÉREZ/WUFFARDEN (2008), Pág. 73. 

149 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 22 Del oficio del juez, No. 343; SOLÓRZANO 
PEREYRA, Política Indiana, Tomo l, Libro IL, Cap. 28, Págs. 209-210, Y 26-29. 

150 DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. 

151 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 10, Sec. 11, No. 1-5. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-11 


Jaime Ricardo Gouveia 33 


dedicado aún menos atención. A continuación proporciono una caracterización breve de 
este panorama, destacando los estudios que mejor han contribuido al avance de este campo 
temático. 

Entre los trabajos que desde una perspectiva general abordan los órganos de administración 
de la justicia ordinaria y la historia judicial eclesiástica de Hispanoamérica merecen destacarse 
los estudios de Jaime del Arenal Fenochio y Jorge Traslosheros. Si bien están circunscritos 
a una sola provincia eclesiástica trazan una radiografía importante del funcionamiento de 
los foros eclesiásticos de justicia, con mención a algunos de sus ministros.152 La atención 
prestada a las estructuras judiciales eclesiásticas ha enfatizado principalmente el potencial 
de las fuentes producidas. Contamos con trabajos de descripción y análisis de los fondos 
documentales depositados en algunos de los archivos diocesanos y arzobispales, así como 
publicaciones que condensan un esfuerzo considerable de transcripción (a veces integral) de 
espolios documentales y/o catalogación archivística con sumario o resumen del contenido 
de los documentos.!53 Es muy útil consultar estos trabajos para complementar un análisis 
de la praxis jurídica, para verificar su relación con las fuentes normativas en el ejercicio 
concreto de la justicia, más allá de su mención a algunos de los deberes y competencias de 
los diferentes ministros. Cabe señalar el catálogo publicado por Nelson Dellaferrera sobre 
los procesos canónicos del archivo del arzobispado de Córdoba, donde hace una breve 
reconstrucción de la composición del tribunal episcopal con descripción sintética del perfil 
y de las competencias de algunos de sus ministros, como el provisor y vicario general, vicario 
foráneo, vicario pedáneo, asesor, promotor fiscal, abogado y defensor del vínculo.154 

Existen también aportes sobre juzgados y provisoratos, así como trabajos destinados a es- 
tudiar a los indios ante los fueros de justicia eclesiástica, muy útiles para entender que en 
algunos casos no existía un cuerpo de oficiales propio y que los ministros desempeñaban sus 
oficios de forma temporaria. La composición de estas estructuras locales era variable y los 
oficiales eran también indios nombrados por los caciques.!55 

Contamos asimismo, con algunos estudios sobre ciertos ministros, en concreto los de Mi- 
riam Moriconi y Sebastián Terráneo sobre los jueces; de Marcela Aspell, sobre los carceleros; 
de Dellaferrera, sobre los asesores y defensor del vínculo; y de Olivares Terol y García Valver- 
de, sobre los notarios, con evidente predominio de enfoques circunscritos geográfica y crono- 
lógicamente, pero sin el examen de sus actividades, prácticas y características socio-culturales 
de sus protagonistas. 156 





152 ArENAL FENOCHIO (1996); TRASLOSHEROS (2004); TRASLOSHEROS (2014). 

153 Cabeza RoDríGUEZ (1991); ARAMONI CALDERÓN (1996); VIQUEIRA (1996); GUTIÉRREZ ARBULU (1997); 
LLaver PorceEL (2001); DELLAFERRERA (2002); Ruz (2004); Garza MARTÍNEZ/PÉREZ ZEVALLOS (2007); 
GuiBovicH PÉrREz/WUFFARDEN (2008); ZABALLA BEASCOECHEA/LANCHAS SÁNCHEZ (2014); Copo BETAN- 
CourT/Cobo (2018). 

154 DELLAFERRERA (2007). 

155 CostELOE (1967); TRASLOSHEROS/ZABALLA BEASCOECHEA (2010); AGUIRRE SALVADOR (2008); AGUIRRE 
SALVADOR (2018). 

156 MoRrICcOoNn1 (2019); TERRÁNEO (2015); AsPELL (2008); DELLAFERRERA (1994); DELLAFERRERA (1998); OLI- 
VARES TEROL (1994); García VALVERDE (2010). 
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El único trabajo que dedicó una atención específica al estudio de los ministros y auxiliares 
de los tribunales de la justicia eclesiástica fue el de Dellaferrera, centrando su análisis en el 
tribunal de Tucumán, en Córdoba. En este artículo el autor brinda información al lector 
acerca de los asesores letrados, promotor fiscal, defensor del vínculo, notarios, abogados y 
procuradores, peritos médicos, comadronas e intérpretes.157 

Finalmente, si bien queda mucho por hacer, cabe señalar la existencia de una serie de 
otros estudios sobre la justicia eclesiástica diocesana, cuyo foco de investigación no se centra 
en Hispanoamérica, sino en otras latitudes del orbe católico, como los territorios españoles, 
portugueses, brasileños e italianos, que resultan de gran utilidad en términos comparativos. 
La mayoría de ellos contienen incursiones sobre las tipologías y resultados de las actuaciones 
y muy pocas veces se han detenido a investigar las distintas formas de organización de las 
estructuras, desde una perspectiva institucional. Solo una minoría aborda directa o indirecta- 
mente el tema de los ministros de justicia. 158 

En definitiva, hay un predominio de referencias dispersas y ausencia de estudios concretos 
sobre las estructuras humanas de las diversas instancias de justicia eclesiástica, y sobre todo 
sus incidencias en algunas áreas geográficas en detrimento de otras. Particularmente, hace 
falta explorar la situación de algunos obispados menos cercanos de los centros arquiespis- 
copales y de las pequeñas poblaciones alejadas de las sedes de justicia real y eclesiástica, así 
como aportes con una perspectiva global y comparativa que proporcionen mayores visiones 
de conjunto. 
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